ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL QUE DECLARA CONSTITUCIONAL PREGUNTA SOMETIDA A CONSULTA POPULAR A LOS HABITANTES DEL MUNICIPIO DE ÍQUIRA / VULNERACIÓN DEL DERECHO AL DEBIDO PROCESO / CONSULTA POPULAR TERRITORIAL - Límites competenciales

anticipa la Sala que le asiste la razón a la ANDJE al señalar que en la sentencia de 5 de diciembre de 2017 proferida por el Tribunal Administrativo del Huila se incurrió en la vulneración del derecho fundamental invocado porque desconoció la doctrina elaborada por la Corte Constitucional con carácter vinculante y obligatorio debido a la jerarquía propia de la Constitución dentro del sistema de fuentes (…) la Sala insiste en que la existencia de límites competenciales de las consultas populares territoriales, en particular relativos a que la materia objeto de consulta pueda ser decidida en forma exclusiva por la respectiva entidad territorial, exige que en el marco del control judicial previo de las diferentes modalidades de consulta popular por la jurisdicción de lo contencioso administrativo, se deba evaluar de manera estricta, si el tipo de asunto que se somete al pronunciamiento del pueblo cumple cabalmente esa exigencia. (…) la expresa previsión normativa de la Ley 1757 de 2015, artículo 18, que estable las materias que pueden ser objeto de iniciativa de consulta popular e indica que “solo pueden ser materia de iniciativa popular legislativa y normativa, consulta popular o referendo ante las corporaciones públicas, aquellas que sean de la competencia de la respectiva corporación o entidad territorial”. De este modo, resulta claro que, aun cuando los ciudadanos en respeto al artículo 79 Constitucional pueden participar en las decisiones que llegaren a afectar su derecho al medio ambiente sano y, los municipios tienen la competencia para regular el uso del suelo y garantizar la protección del medio ambiente (…) estas prerrogativas de los ciudadanos y de los municipios no pueden desconocer las competencias que sobre la explotación de los recursos naturales tienen las demás entidades del Estado del nivel central

CONSULTA POPULAR RELACIONADA CON LA REALIZACIÓN DE ACTIVIDADES DE EXPLORACIÓN Y EXPLOTACIÓN DE RECURSOS NATURALES NO RENOVABLES - Competencias concurrentes de la Nación y los entes territoriales / PRINCIPIO DE COORDINACION, CONCURRENCIA Y SUBSIDIARIEDAD QUE DEBE EXISTIR ENTRE LAS AUTORIDADES NACIONALES Y TERRITORIALES EN ASUNTOS MINEROS / ANÁLISIS INTEGRAL Y ESTRICTO DEL ASUNTO SOMETIDA A CONSULTA - Omisión

[E]ncuentra la Sala que la decisión del Tribunal Administrativo omitió realizar un análisis que escudriñara el marco y diseño constitucional que se expuso en la presente providencia, así como el contenido de las reglas decisionales que se han fijado por la Corte Constitucional sobre el asunto. De esta manera (…) al decidir sobre la constitucionalidad de la pregunta del mecanismo de participación ciudadana, desconoció la interpretación desarrollada por la Corte Constitucional en relación con los principios de “Estado unitario” y “autonomía territorial” y “participación ciudadana”, contenida en casi una decena de sentencias de constitucionalidad en las que se ha señalado que el procedimiento para la aprobación de actividades relacionadas con la explotación de recursos naturales no renovables no compete exclusivamente ni a la Nación ni a las entidades territoriales, por ello, en el mencionado trámite deben intervenir los dos niveles de administración, con la participación de las personas que puedan ver afectado su derecho a disfrutar de un ambiente sano, todo, en el marco de los principios de concurrencia, coordinación y subsidiariedad. Con lo anterior, además desconoció las normas constitucionales que consagran las competencias concurrentes de la Nación y de los entes territoriales en esta materia (…)la Sala concluye que el procedimiento encaminado a realizar la consulta popular y las consideraciones que se efectuaron en la sentencia cuestionada, no resultan razonables, en la medida en que i) se omitió efectuar un análisis integral y estricto, el cual resulta obligatorio en el procedimiento judicial de revisión de constitucionalidad, tal como se expuso por la Corte Constitucional en la sentencia C-150 del 2015, y ii) so pretexto del análisis de constitucionalidad, el Tribunal se arrogó una potestad que no le correspondía, a saber, la reformulación de la pregunta, lo cual no está previsto dentro de los parámetros fijados por el Alto Tribunal Constitucional frente a este tipo de control

FUENTE FORMAL: CONSTITUCIÓN POLÍTICA - ARTÍCULO 79 / CONSTITUCIÓN POLÍTICA - ARTÍCULO 228 / CONSTITUCIÓN POLÍTICA - ARTÍCULO 300 / CONSTITUCIÓN POLÍTICA - ARTÍCULO 311 / CONSTITUCIÓN POLÍTICA - ARTÍCULO 313 / LEY 1757 DE 2015 - ARTÍCULO 18 / LEY 134 DE 1994 - ARTÍCULO 52 / LEY 136 DE 1994 - ARTÍCULO 33

NOTA DE RELATORÍA: Con aclaración de voto de la Consejera de Estado Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez, sin medio magnético a la fecha (17/01/2019)

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN QUINTA

Consejero ponente: ALBERTO YEPES BARREIRO

Bogotá, D.C., veintinueve (29) de noviembre de dos mil dieciocho (2018)

Radicación número: 11001-03-15-000-2018-00669-01(AC)
Actor: AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO - ANDJE
Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL HUILA
Asunto: Acción de Tutela – Fallo de Segunda Instancia
La Sala decide la impugnación interpuesta por la parte actora, contra la sentencia dictada el 15 de agosto de 2018 por la Sección Cuarta del Consejo de Estado que negó la solicitud de amparo.

1. ANTECEDENTES

1.1. Solicitud

Mediante escrito radicado el 6 de marzo de 2018
, en la Secretaría General del Consejo de Estado, la Directora de la Defensa Jurídica Nacional de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, interpuso acción de tutela para que se defienda el derecho fundamental de la Nación al debido proceso.

Tal derecho lo consideró vulnerado con ocasión de la sentencia de 5 de diciembre de 2017, proferida por el Tribunal Administrativo del Huila, Sala Segunda de Decisión, dentro de la revisión de constitucionalidad de la consulta popular tramitada con el número de radicado 41001-23-33-000-2017-00549-00.

1.2. Hechos

La Sala sintetiza los supuestos fácticos de la demanda así:

· El 18 de noviembre de 2016 un grupo de ciudadanos presentaron ante la Registraduría Nacional del Estado Civil la inscripción del mecanismo de participación democrática denominado “Consulta popular de origen ciudadano por la defensa de los recursos naturales, el uso del suelo, y la autonomía del Municipio de Íquira”.

· El 30 de septiembre de 2017 el Concejo Municipal de Íquira, previa verificación de los requisitos legales de la iniciativa por parte del órgano electoral, declaró “la CONVENIENCIA de dar curso legal a la iniciativa ciudadana”.

· El texto de la pregunta aprobada fue “Ciudadano ¿Está usted de acuerdo Sí o NO, en que para proteger el uso del suelo, los recursos naturales especialmente el hídrico, la autonomía de nuestro municipio y fomentar la participación democrática, es necesario restringir totalmente la actividad de exploración y explotación de hidrocarburos?”. 

· El Alcalde del Municipio de Íquira remitió al Tribunal Administrativo del Huila los documentos que soportan la solicitud de la consulta popular presentada por el grupo de ciudadanos para que éste estableciera y dispusiera sobre la constitucionalidad de la pregunta que sería sometida a consideración de los habitantes de dicho municipio.

· Dentro del trámite surtido ante el Tribunal, la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado intervino solicitando la declaratoria de inconstitucionalidad de la iniciativa, sin embargo, ésta no se tuvo en cuenta al ser extemporánea
.

· Mediante providencia de 5 de diciembre de 2017, el Tribunal Administrativo del Huila declaró constitucional el procedimiento surtido ante las autoridades municipales de Íquira por los ciudadanos agrupados en el mecanismo de participación ciudadana y “ordenó reformular” el texto de la pregunta que se pretendía someter a consulta, la cual quedó así:

“Ciudadano ¿Está Usted de acuerdo SI o NO, que en el municipio de Íquira – Huila, se ejecuten actividades de exploración y explotación de hidrocarburos?

Como fundamento de la decisión señaló que algunos apartes de la pregunta inicialmente planteada resultaban valorativos o sugestivos y podían inducir o predisponer la respuesta del elector, especialmente aquellos que indicaban: “(…)para proteger el uso del suelo, los recursos naturales especialmente el hídrico, la autonomía de nuestro municipio y fomentar la participación democrática”, lo cual, a la luz de las decisiones de la Corte Constitucional menguan de manera significativa, las condiciones de libertad del votante y desconoce la exigencia de lealtad. Además señaló que la pregunta no aludió al ámbito territorial al que se circunscribía. 

Por lo anterior, y con fundamento en la sentencia T-445 de 2016, según la cual “los tribunales administrativos deben en la medida de lo posible limitarse a ejercer el control constitucional de la manera más garantista posible al derecho a la participación ciudadana” consideró que, encontrándose el mecanismo de participación ciudadana en formación, la Sala tenía la oportunidad de ejercer un control constitucional direccionado a salvaguardar el mecanismo de participación ciudadana y en esa medida resolvió reformular la pregunta.
1.3. Fundamentos de la acción

En primer lugar, la actora precisó la legitimación en la causa de esa Agencia para presentar la solicitud de amparo. En esa medida, indicó que en el presente asunto se impone su intervención habida cuenta que de llevarse a cabo la consulta popular en Íquira se estaría incurriendo en una grave alteración de los intereses litigiosos de la Nación por cuanto la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Huila, en síntesis incurrió en desconocimiento del precedente, defecto procedimental y en defecto sustantivo.

Frente al desconocimiento del precedente sostuvo que se pretermitió la jurisprudencia establecida por la Corte Constitucional sobre la necesidad de concertación entre el territorio y la Nación en cuanto la explotación de los recursos naturales sustentado en la sentencia C-123 de 2014. 

Señaló que existen “precedentes jurisprudenciales” del Tribunal Administrativo de Antioquia en los que se anularon acuerdos municipales que prohibían la minería en sus territorios al determinar que los concejos municipales no son competentes para prohibir la minería en sus jurisdicciones. Asimismo, indicó que parte de la argumentación del tribunal se sustentó en la providencia T-445 de 2016 que produce efectos inter partes.
Finalmente, en cuanto al defecto sustantivo indicó que la decisión objeto de reproche contraría el contenido del artículo 610 del C.G.P., por no tener en cuenta la intervención de la ANDJE al considerarla extemporánea.

Sustentó el defecto procedimental en que la autoridad judicial violó el orden jurídico y las competencias asignadas con la reformulación unilateral de la pregunta proyectada en el marco de la consulta popular.

Expresó que aunque la autoridad judicial accionada fijó en lista el proceso de conformidad con la Ley 1757 de 2015, ésta debió vincular al trámite del proceso al Ministerio de Minas y Energía y a la Agencia Nacional de Hidrocarburos, toda vez que “resulta totalmente desproporcionado y una carga procesal absurda el exigir a cualquier entidad pública que tenga presencia diaria en todos los despachos judiciales a fin de verificar si existe o no una fijación en lista de un proceso de su interés”.

Afirmó que su vinculación resulta necesaria en tanto, el llamado a consulta popular en el municipio de Íquira, desconoce de forma grave y flagrante: las competencias asignadas (i) al municipio y a la Nación, (ii) a la Agencia Nacional de Hidrocarburos, (iii) al Ministerio de Minas y Energía, así como (iv) la propiedad de la Nación sobre los recursos naturales no renovables y el subsuelo y, (v) los principios de coordinación, concurrencia y colaboración entre los niveles central y territorial.

Manifestó que la providencia incurrió en graves vicios materiales que “se concretan en el desconocimiento del precedente jurisprudencial fijado en la sentencia C-123 de 2014” y en “su grave actuar a la hora de modificar unilateralmente la  pregunta de la consulta, irregularidades que deben ser corregidas en sede de la acción de tutela”.  
Agregó que en la sentencia hubo ausencia de análisis sobre el impacto fiscal de la consulta popular y no tuvo en cuenta las sentencias de constitucionalidad respecto al tema bajo una posición sustancialmente diferente.

1.4. Pretensiones

En la tutela se solicitó el siguiente amparo:

“(…) se amparen los derechos fundamentales vulnerados a la nación y que:

1. Se falle de fondo en la tutela de la referencia, a fin de hacer prevalecer el ordenamiento jurídico colombiano, statu quo, las competencias otorgadas constitucional y legalmente a las entidades del orden nacional y territorial en cuanto a la titularidad del uso del uso (sic), la concertación entre el Estado Unitario y la descentralización administrativa; así como la titularidad de los recursos naturales yacentes en el subsuelo.

2. Declare la inconstitucionalidad del texto de la consulta popular y haga cesar los efectos de la providencia proferida por el Tribunal Administrativo del Huila.”

1.5. Trámite en primera instancia

La Sección Cuarta admitió la demanda a través de auto de 12 de marzo de 2018
 en el cual se ordenó notificar a las partes, al Municipio de Íquira, al Concejo Municipal de Íquira y a los señores Ernesto Cardoso Camacho (coadyuvante de la consulta) y Ángel Hernando Riveros Zúñiga (vocero del comité promotor), estos últimos como terceros interesados en el resultado del proceso.

Así mismo, se ordenó publicar la providencia en la página Web del Consejo de Estado para el conocimiento de todos los interesados.

Posteriormente, en auto de 11 de mayo de 2018 y, teniendo en cuenta que no fue posible notificar al señor Ángel Hernando Riveros Zúñiga, se ordenó la publicación del contenido del auto admisorio en un medio de amplia circulación.
1.6. Contestaciones

1.6.1. Tribunal Administrativo Huila

El Secretario General del tribunal remitió el expediente solicitado en calidad de préstamo, sin hacer pronunciamiento alguno respecto a la presente acción.

1.6.2. Alcalde Municipal de Íquira

Mediante escrito allegado por correo electrónico indicó que la administración municipal ha limitado su intervención a las competencias establecidas en la Ley Estatutaria 1757 de 2015.

Señaló que después de la decisión del Tribunal Administrativo del Huila, ofició a la Registraduría Municipal del Estado Civil para que antes de emitir el acto administrativo de convocatoria a la consulta, se contara con certeza acerca de la existencia de recursos para tal fin, entidad que dio respuesta señalando que estaban en espera de pronunciamiento por parte del Ministerio de Hacienda y Crédito Público para la asignación de los recursos.

Aclaró que el Municipio no ha emitido decreto para la realización de la consulta popular como de forma errónea se sugirió en la acción de tutela.

1.6.3. Ernesto Cardoso Camacho

El señor Cardoso Camacho se pronunció como coadyuvante de los promotores de la consulta en el trámite de la revisión de constitucionalidad realizado por el Tribunal Administrativo del Huila, indicando que se opone a las pretensiones del accionante, toda vez que afirmó que la ANDJE pretende desconocer: (i) la soberanía popular que se expresa a través del mecanismo constitucional de participación democrática de la consulta popular (ii) las competencias constitucionales y legales que les corresponden a las entidades territoriales municipales para el ordenamiento de su territorio y uso del suelo y (iii) el derecho constitucional a gozar de un ambiente, sano como garantía para defender los recursos naturales que se amenazan con la explotación del subsuelo.

Indicó que la parte actora invocó como violado el derecho al debido proceso sobre argumentos improcedentes, irrelevantes y que no tienen sustento legal suficiente.

Respecto al desconocimiento de la sentencia C-123 de 2014, señaló que tal jurisprudencia solo es aplicable a las autoridades territoriales en su armonización de competencias con la Nación.

Con relación al cargo respecto del cual la parte actora afirmó que el Tribunal desbordó su competencia al reformular la pregunta inicialmente planteada, señaló que esto es un asunto de discrepancia conceptual jurídica dado que el examen de constitucionalidad que la Ley 1457 de 2015 le otorga al Tribunal tiene la finalidad de salvaguardar la legalidad del trámite para que no se haga inocua la iniciativa ciudadana, y que la reformulación de la pregunta estuvo dirigida a que su contenido fuera claro, preciso, impersonal y respetando la libertad del votante.

Agregó que la decisión del tribunal fue explícita en razonamientos jurídicos y legales para avalar la consulta y que el hecho de que éste haya desatendido las apreciaciones de la ANDJE no significa en modo alguno que haya violado el debido proceso.

1.6.4. Concejo Municipal de Íquira

Pese a haber sido notificado en debida forma
, guardó silencio.

1.7. Fallo impugnado

En sentencia de 15 de agosto de 2018, la Sección Cuarta del Consejo de Estado negó las pretensiones de la acción de tutela interpuesta por la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado al considerar que no se vulneró el derecho al debido proceso de la Nación.

Como sustento de su decisión, realizó un completo recuento jurisprudencial de las decisiones en la cuales la Corte Constitucional se ha pronunciado respecto al tema concluyendo que:

“a) Las autoridades nacionales y territoriales tienen competencias compartidas de lo que se deriva la necesidad de coordinación.

b) Si no se logra o no es posible una concertación entre las autoridades, prima la competencia de las entidades territoriales en virtud del principio de subsidiariedad, por ser la instancia más cercana al ciudadano.

c) Las consultas populares son factibles en virtud de derecho a la participación ciudadana.

d) En materia minero-energética es posible la consulta popular.

e) Los municipios, en ejercicio de sus competencias y con el fin de garantizar la protección de su medio ambiente y regular los usos del suelo, pueden prohibir la explotación minero–energética en su jurisdicción; así lo dijo expresamente la Sala Plena de la Corte Constitucional en el auto A053 de 2017 al aclarar el alcance e interpretación de las sentencias T-445 de 2016 y C-123 de 2014:
 “En este orden de ideas, es claro que la sentencia T-445 de 2016 tuvo en cuenta y le dio el alcance a la subregla contenida en la sentencia C-123 de 2014 al precisar que la garantía de la participación activa y eficaz de las entidades territoriales en el proceso de autorización de minería se materializaría en que las autoridades competentes del nivel nacional deberán acordar con las autoridades territoriales concernidas las medidas necesarias para la protección del ambiente sano, y en especial, de sus cuencas hídricas, el desarrollo económico, social, cultural de sus comunidades. Sin embargo, ante la negativa de estas o la imposibilidad de lograr dicha armonización, los entes territoriales podrán en ejercicio de sus competencias, garantizar la protección de su medio ambiente y regular los usos de su suelo incluso llegado el caso de prohibir dicha explotación”. (Subrayas y negrillas fuera de texto).
Agregó que el tribunal accionado realizó un estudio adecuado de forma y fondo del mecanismo de participación ciudadana, en tanto verificó cada aspecto que establece la Ley 134 de 1994, en el cual, al determinar que la pregunta era confusa, la adecuó para que su contenido no fuera sugestivo y brindara claridad al ciudadano, lo que no desbordó en forma alguna su competencia en cuanto no cambió el sentido del cuestionamiento ni agregó asuntos que no fueron aprobados por el Concejo Municipal de Íquira.

En relación con la no vinculación del Ministerio de Minas y Energía así como de la Agencia Nacional de Hidrocarburos, indicó que en el proceso ordinario consta que la autoridad judicial accionada dio cumplimiento a lo previsto en el artículo 21 de la Ley 1757 de 2015 fijando en lista el proceso por el término de 10 días sin que el Ministerio y la Agencia hubieren intervenido, razón por la cual no se acreditó la vulneración del debido proceso.

1.8. Impugnación

Mediante escrito presentado oportunamente
, el Director de Defensa Jurídica Nacional (E) de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, afirmó que las conclusiones a las que se llegó en el fallo de tutela son una “tergiversación de la sentencia de constitucionalidad”.
Indicó que la sentencia C-123 de 2014 nunca “pretendió excluir de tajo las competencias de la Nación sobre la actividad minera en favor de la autoridad territorial ni mucho menos otorgar patente de corso a las autoridades territoriales para ejercer un poder absoluto de veto a la actividad minera a través de sus facultades de ordenación de suelo” e insistió en que entender que la evolución jurisprudencial implicó una habilitación constitucional o legal para que los municipios directa y unilateralmente prohíban la minería o los hidrocarburos en su territorio es contrario a la ordenación constitucional y legal del sector minero.

Agregó que la agencia no indicó que el Tribunal Administrativo del Huila hubiera pretermitido la etapa procesal de la fijación en lista, sino que señaló que tal trámite resultó insuficiente en cuanto a la necesidad de dar publicidad y asegurar la participación de las entidades públicas “que pueden resultar afectadas cualquiera que sea la decisión que se adopte”, esto en relación con la vinculación al proceso del Ministerio de Minas y Energía y de la Agencia Nacional de Hidrocarburos.

Finalmente, reiteró que hubo una extralimitación de las funciones por parte de la autoridad judicial demandada al realizar el cambio de la pregunta elevada a estudio constitucional por cuanto éste se debía ceñir únicamente a determinar, resolver o declararse a favor o en contra del contenido íntegro de la pregunta que se pretendía elevar a los ciudadanos, pero que en ningún caso dicha competencia se extendió por parte del legislador a la modificación de los textos que se presenten a su consideración. 

1.9. Tramite en segunda instancia

Mediante auto de 19 de octubre de 2018
, el Consejero Ponente de la Sección Quinta dispuso i) poner en conocimiento del Ministerio de Minas y Energía y de la Agencia Nacional de Hidrocarburos, la nulidad saneable que se presenta en el proceso de la referencia y ii) requerir a la Registraduría Municipal del Estado Civil de Íquira – Huila para que allegue copia digital de los antecedentes administrativos de la Resolución 002 de 12 de septiembre de 2017.

1.10. Documentos allegados en segunda instancia

1.10.1. Ministerio de Minas y Energía

Solicitó revocar el fallo de primera instancia y, en su lugar, declarar la nulidad de la convocatoria a la consulta popular adelantada por el municipio de Íquira. Asimismo, requirió como medida cautelar la suspensión provisional del fallo censurado y, en consecuencia, también de la consulta popular que esa decisión viabiliza.

Hizo referencia a la sentencia SU – 095 de 2018 con el fin de señalar que las decisiones relacionadas con la exploración y explotación de los recursos naturales no renovables del subsuelo, deben ser adoptadas de manera concurrente y coordinada por las autoridades nacionales, con la participación de las autoridades territoriales.

Por lo anterior, indicó que de conformidad con el ordenamiento jurídico, las entidades territoriales no tienen la competencia para prohibir la minería unilateralmente. En relación con la distribución de competencias entre el nivel nacional y el territorial en materia minero energética, citó las siguientes providencias:

· C-123 de 2014.

· C-035 de 2016.

· C-389 de 2016.

· C-273 de 2016.

· Auto 053 de 2017.

· Tribunal Administrativo de Boyacá, Sala 4, exp. 15001233300020160089500.

· Tribunal Administrativo del Huila, exp. 41001233300020170030800.

· Tribunal Administrativo de Cundinamarca, exp. 25000234100020170088700.

· Tribunal Administrativo de Antioquia, exp. 05001233300020170184600.

· Tribunal Administrativo de Antioquia, exp. 05001333300020170231300.

· Tribunal Administrativo del Tolima, exp. 73001233300120170045400.

· Consejo de Estado, Sección Quinta, exp. 11001-03-15-000-2017-02829-00.

· Tribunal Administrativo del Tolima, exp. 7300123330032018000500.

· Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Primera, Subsección A, exp. 2017-02056.

· Consejo de Estado, Sección Quinta, exp. 11001-03-15-000-2017-02516-01.

· Consejo de Estado, Sección Primera, exp. 11001-03-15-000-2017-02829-01.

1.10.2. Registraduría Municipal del Estado Civil de Íquira – Huila

Allegó los siguientes documentos:

· Resolución 002 de 12 de septiembre de 2017.

· Formulario de inscripción del comité promotor para un mecanismo de participación, con sus anexos.

· Formulario para la recolección de apoyos o firmas – “se adjunta formulario en blanco, puesto que los que contienen las firmas fueron recibidos por esta oficina y remitidos a la Dirección de Censo Electoral, conforme el acta y el oficio que también se adjuntan”.

1.10.3. Agencia Nacional de Hidrocarburos

Alegó la falta de competencia del alcalde del municipio de Íquira para someter a consulta temas como el de la exploración y explotación minera. 

Adujo que “Sin perjuicio de las competencias de las entidades territoriales para la gestión de sus intereses, es preciso determinar que esta posibilidad de gestión, no es un derecho o prerrogativa absoluta e ilimitada para su ejercicio, ya que son las mismas leyes, las que establecen a las autoridades locales los límites para su ejercicio (…) Preocupa de manera relevante a esta Entidad la posibilidad de limitar la actividad de la industria de los Hidrocarburos a través de este tipo de acciones, ya que claramente se observa que se pretende, so pretexto de tipificar una “problemática” municipal, suspender las actividades exploratorias de la industria de los Hidrocarburos, actividades estas que se encuentran legalmente permitidas y reguladas”.

Por lo anterior, señaló que la pregunta presentada por el Concejo Municipal de Íquira es inconstitucional y, en consecuencia, solicitó tener en cuenta la sentencia SU-095 de 2018.

2. CONSIDERACIONES

2.1. Competencia

Esta Sala es competente para conocer la impugnación presentada contra el fallo de primera instancia, de conformidad con lo establecido en el Decreto 2591 de 1991, el Decreto 1069 de 2015, modificado por el Decreto 1983 de 2017, y el artículo 2° del Acuerdo 55 de 2003 de la Sala Plena de esta Corporación.

2.2. Cuestión previa 

En el escrito de tutela, la parte actora (i) manifestó que el tribunal demandado contrarió el contenido del artículo 610 del C.G.P., al no tener en cuenta la intervención de la ANDJE por considerarla extemporánea (ii) Señaló que existen “precedentes jurisprudenciales” del Tribunal Administrativo de Antioquia en los que se anularon acuerdos municipales que prohibían la minería en sus territorios al determinar que los Concejos Municipales no son competentes para prohibir la minería en sus jurisdicciones e, (iii) indicó que en la providencia censurada hubo ausencia de análisis sobre el impacto fiscal de la consulta popular.

La Sala aclara que los anteriores argumentos no serán estudiados en esta instancia toda vez que no fueron reiterados en el escrito de impugnación.

2.3. El asunto bajo análisis

Corresponde a la Sala determinar si procede confirmar, modificar o revocar el fallo de 15 de agosto de 2018, proferido por la Sección Cuarta del Consejo de Estado que negó las pretensiones de la acción de tutela.

Para resolver este problema, se analizarán los siguientes aspectos: (i) los pilares fundamentales que orientan el Estado Social y Democrático de Derecho Colombiano; (ii) la consulta popular como mecanismo de participación ciudadana y su trámite; (iii); el control judicial y previo de constitucionalidad de los mecanismos de participación democrática y los límites a los asuntos que pueden someterse a consulta popular; (iv) de la competencia constitucional en materia de extracción de recursos naturales no renovables; (v) la procedencia de la consulta popular del orden municipal para la realización de actividades de exploración y explotación de recursos naturales no renovables.
Superado lo anterior la Sección (vi) expondrá su criterio en relación con la procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial y; (vii) abordará el caso concreto.

2.4. Los pilares fundamentales que orientan el Estado Social y Democrático de Derecho Colombiano
La Constitución Política de Colombia en su artículo 1° instituyó los pilares básicos o estructurales del Estado Social y Democrático de Derecho, a saber, la dignidad humana, el trabajo, la solidaridad, todo esto soportado en la prevalencia del interés general.

La disposición en comento señala: 

“ARTICULO  1. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general”. 

Cada uno de los mencionados pilares fundamentales tiene un contenido dogmático que orienta la acción del Estado en la consecución de sus fines esenciales, también trazados por el Constituyente en el artículo 2° de la Carta: 

“ARTICULO  2. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo.

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares”.

Fines que, se resalta, superaron hace mucho los previstos por el Estado Liberal de Derecho pues “ya no se limita solamente a asegurar la vida, la propiedad y la libertad mediante la protección contra el fraude, el hurto, el incumplimiento contractual o los daños ocasionados por terceros, funciones típicas del Estado gendarme. Sus fines tienen mayor alcance e incluyen, entre otros, promover la prosperidad general; garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; y asegurar la vigencia de un orden justo (art. 2° de la C.P.). Para ello, el Estado cuenta con facultades amplias de intervención en la economía, las cuales han de estar orientadas a lograr los fines generales del Estado y los fines especiales de la intervención económica enunciados principalmente en el artículo 334 de la Constitución. Entre estos fines especiales se destacan el de "asegurar que todas las personas, en particular las de menores ingresos, tengan acceso efectivo a los bienes y servicios básicos” (art. 334 de la C.P., inc. 2°)”
.
Así pues, el primer pilar es la dignidad humana que se entiende como un mandato que proscribe al Estado “tratar a las personas como simples instrumentos, como cosas o mercancías, como tampoco ser indiferentes frente a situaciones que ponen en peligro el valor intrínseco de la vida humana, entendida esta no ya como el derecho a no ser físicamente eliminado sino como el derecho a realizar las capacidades humanas y a llevar una existencia con sentido, en un ambiente libre de miedo frente a la carencia de lo materialmente necesario e indispensable para subsistir dignamente”
. 
Por su parte, el trabajo como pilar del Estado Social del Derecho implica la intervención en “la economía, para dar pleno empleo a los recursos humanos y asegurar que todas las personas, en particular las de menores ingresos, tengan acceso efectivo a los bienes y servicios básicos” (Art. 334 inciso 2 C.P.). De esta forma, el ESDD, por medio de la política económica y social adoptada por las autoridades competentes, pasa a ser agente de estímulo a la creación de empleo en el mercado laboral, todo ello dentro del marco constitucional de protección especial al trabajo (Arts. 25 y 53 C.P.)”
Y, la solidaridad corresponde a un pilar del que se derivan múltiples principios, entre ellos, “los de equidad y progresividad tributaria (Art. 363 C.P.), al igual que derechos, con la seguridad social (Art. 48 C.P.), o deberes, por ejemplo, a obrar con acciones humanitarias ante situaciones que pongan en peligro la vida o la salud de las personas, todos ellos aplicables tanto al Estado como a los particulares”
. 
La Corte Constitucional en múltiples pronunciamientos de constitucionalidad
, como intérprete autorizado de la Carta ha indicado que a los tres pilares mencionados debe sumarse el principio y derecho fundamental a la igualdad, en el siguiente sentido, “… incluyendo la igualdad de oportunidades, la igualdad real y efectiva o las acciones afirmativas a favor de grupos discriminados o marginados y de personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta (artículo 13, C.P.)–, representa la garantía más tangible del Estado Social de derecho para el individuo o para grupos de personas expuestos a sufrir un deterioro de sus condiciones de vida como sujetos de una sociedad democrática –donde todas las personas merecen la misma consideración y respeto en cuanto seres humanos”.
Además de lo anterior, se destaca que los mencionados pilares del Estado Social de Derecho encuentran sentido en un marco en el que se garantice el interés general, teniendo en cuenta, por supuesto, que su aplicación no es absoluta e inmediata y que su invocación a priori no puede emplearse para la vulneración de los derechos de las personas, lo que hace indispensable que: (i) en cada caso se verifique la existencia de un interés público, (ii) aquél interés motive una acción del Estado que esté realmente dirigida a la obtención de los objetivos constitucionales y; (iii) la acción esté “… mediatizada por los principios de razonabilidad y proporcionalidad, en aras de conciliarla con los intereses particulares, principalmente, con los derechos fundamentales”
.

En consonancia con lo expuesto, esto es, la afirmación según la cual la garantía del interés general no puede ser empleada como un criterio tabula rasa para desconocer derechos fundamentales e intereses particulares, la Corte Constitucional (sentencias C-035 y C-389 de 2016) ha considerado que cuando existe una tensión entre el derecho al medio ambiente sano y el desarrollo sostenible es necesario acudir a reglas hermenéuticas que permitan soluciones caso a caso. 

Las mencionadas son del siguiente tenor:  

Primera, si se indicare que el desarrollo puede prescindir del ambiente, se está ante un falso conflicto, originado en una comprensión inadecuada del desarrollo, como riqueza económica, pues “la generación de rentas inmediatas no es desarrollo si lleva  inexorablemente a un futuro de escasez o agotamiento definitivo de las riquezas naturales, en términos de ecosistemas, biodiversidad y servicios ambientales”. 
 

Segunda, incluso en el marco de una comprensión adecuada del desarrollo sostenible pueden darse tensiones, no ya por una incompatibilidad abstracta entre desarrollo y ambiente, sino por:

· La existencia de discusiones científicas acerca del resultado de ciertas medidas. En este caso, es necesario recordar el deber de los operadores jurídicos de aplicar los principios de prevención y precaución, que actúa como una regla de cierre, permitiendo resolver las dudas en pro del ambiente.

· La confluencia de visiones distintas derivadas del pluralismo social y jurídico que defiende la Carta. Bajo este supuesto, las respuestas deben construirse en el marco de un diálogo intercultural entre iguales, pues las culturas que conviven en Colombia son titulares del derecho a un idéntico respeto; y que otorgue a la participación un efecto expansivo. 

 

En todo caso, se recordó que las respuestas construidas en torno a una prevalencia del interés general no resultan adecuadas para enfrentar estas tensiones (medio ambiente sano y el desarrollo sostenible) toda vez que el “supuesto crecimiento económico vinculado a daños ambientales o culturales irreversibles, a la extinción de los recursos y la biodiversidad, o a la afectación de ecosistemas estratégicos, no responde al interés general, que tanto el desarrollo, como el carácter multicultural y pluriétnico del Estado son asuntos amparados por la prevalencia del interés general y en cambio, el interés privado no tiene esta característica”
.
No obstante lo anterior, resulta ineludible indicar que un Estado que pretenda ser Social y de Derecho debe contar con una viabilidad a largo plazo, esto es, debe contar con sostenibilidad fiscal, cuestión que inevitablemente depende de su propia capacidad de recaudar ingresos. La Constitución Política, en el artículo 334 se refiere al principio en mención: 

“ARTICULO 334. Modificado por el art. 1, Acto Legislativo 003 de 2011, Desarrollado por la Ley 1695 de 2013. El nuevo texto es el siguiente: La dirección general de la economía estará a cargo del Estado. Este intervendrá, por mandato de la ley, en la explotación de los recursos naturales, en el uso del suelo, en la producción, distribución, utilización y consumo de los bienes, y en los servicios públicos y privados, para racionalizar la economía con el fin de conseguir en el plano nacional y territorial, en un marco de sostenibilidad fiscal, el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación de un ambiente sano. Dicho marco de sostenibilidad fiscal deberá fungir como instrumento para alcanzar de manera progresiva los objetivos del Estado Social de Derecho. En cualquier caso el gasto público social será prioritario.

(…)

Parágrafo. Al interpretar el presente artículo, bajo ninguna circunstancia, autoridad alguna de naturaleza administrativa, legislativa o judicial, podrá invocar la sostenibilidad fiscal para menoscabar los derechos fundamentales, restringir su alcance o negar su protección efectiva”.

En consecuencia, resulta claro que, si bien, el Estado no puede invocar la sostenibilidad fiscal y el interés general como argumentos válidos para restringir el alcance o negar la protección efectiva de un derecho fundamental, lo cierto es que, este principio es una herramienta para “la realización sostenible y eficiente del Estado Social de Derecho” que permite alcanzar de forma progresiva los fines del Estado Social de Derecho, teniendo en cuenta que los recursos son limitados y que debe garantizarse el disfrute de los derechos reconocidos en la Constitución. 

2.5. La consulta popular como mecanismo de participación ciudadana y su trámite
En la Constitución Política, artículo 103, se consagraron como mecanismos de participación del pueblo soberano: el voto, el plebiscito, el referendo, la consulta popular, el cabildo abierto, la iniciativa legislativa y la revocatoria del mandato. Además, se indicó que la ley reglamentaría el asunto. 

Además, la misma Carta señaló que la ley debe garantizar la participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectar el derecho al medio ambiente sano (artículo 79).

El desarrollo normativo de este mecanismo de participación ciudadana se encuentra en dos Leyes Estatutarias, la 134 de 1994 “por la cual se dictaron normas sobre mecanismos de participación ciudadana” y 1757 de 2015 “por la cual se dictan disposiciones en materia de promoción y protección del derecho a la participación ciudadana”. 
La Ley 134 de 1994 en el artículo 8 definió la consulta popular así:

“Artículo  8º.- Consulta popular. La consulta popular es la institución mediante la cual, una pregunta de carácter general sobre un asunto de trascendencia nacional, departamental, municipal, distrital o local, es sometido por el Presidente de la República, el gobernador o el alcalde, según el caso, a consideración del pueblo para que éste se pronuncie formalmente al respecto. 

En todos los casos, la decisión del pueblo es obligatoria.

Cuando la consulta se refiere a la conveniencia de convocar una asamblea constituyente, las preguntas serán sometidas a consideración popular mediante ley aprobada por el Congreso de la República”.

La misma norma en el Título V, se refiere a las consultas populares: (i) nacionales indicando que mediante estas el Presidente de la República, con la firma de todos los ministros y previo concepto favorable del Senado de la República somete a decisión del pueblo un asunto de trascendencia nacional, siempre que el tema sometido a consulta no implique una modificación a la Constitución (artículo 50); (ii) del nivel departamental, distrital, municipal y local como aquellas en virtud de las cuales los gobernadores y alcaldes podrán convocar consultas para que el pueblo decida sobre asuntos departamentales, municipales, distritales o locales (artículo 51).

La ley ejusdem indica que los asuntos pueden someterse a consulta  mediante un texto de pregunta redactado en forma clara, de tal manera que puedan contestarse con un ''SI" o un "NO" (artículo 52 Ley 134 de 1994).

Con el artículo 18 de la Ley 1757 de 2015 se delimitaron las cuestiones que pueden ser objeto de iniciativa popular legislativa y normativa, referendo o consulta popular, en el siguiente sentido:

“Solo pueden ser materia de iniciativa popular legislativa y normativa, consulta popular o referendo ante las corporaciones públicas, aquellas que sean de la competencia de la respectiva corporación o entidad territorial.
No se podrán presentar iniciativas populares legislativas y normativas o consultas populares ante el Congreso, las asambleas, los concejos o las juntas administradoras locales, sobre las siguientes materias:

a). Las que sean de iniciativa exclusiva del Gobierno, de los gobernadores o de los alcaldes;

b). Presupuestales, fiscales o tributarias;

c). Relaciones internacionales;

d). Concesión de amnistías o indultos;

e). Preservación y restablecimiento del orden público”.

En relación con el trámite para el ejercicio de los mecanismos de participación ciudadana las dos normas estatuarias prevén requisitos especiales que pueden dividirse en las siguientes etapas:

(i) De inscripción y recolección de apoyos ciudadanos que culmina con la expedición por parte de la Registraduría del Estado Civil correspondiente de una certificación sobre si se ha cumplido o no con los requisitos constitucionales y legales exigidos para el apoyo de la propuesta (Ley 1757 de 2015 Título II, Capítulo I estableció las reglas comunes aplicables a los mecanismos de participación ciudadana artículo 15);
(ii) Trámite ante las Corporaciones Públicas para que estas se pronuncien sobre la conveniencia de la iniciativa (Ley 1757 de 2015 Título II, Capítulo I, estableció las reglas comunes aplicables a los mecanismos de participación ciudadana artículos 19 y 20), sobre el punto el artículo 33 de la Ley 134 de 1994 ya había previsto que si la consulta es nacional o del orden territorial se necesita un concepto previo o del Senado de la República o de la asamblea, el concejo o a la junta administradora local según sea el caso. 
(iii) Revisión previa de constitucionalidad de los mecanismos promovidos por parte de la Corte Constitucional si se trata del referendo constitucional y del texto que se somete a consulta popular para la convocatoria a una Asamblea Constituyente o, de competencia de los Tribunales Administrativos de los demás mecanismos de participación (artículos 53 de la Ley 134 de 1994 y 21 de la Ley 1757 de 2015). 

(iv) Fijación de la fecha en la que se llevará a cabo la jornada de votación del mecanismo de participación ciudadana correspondiente; dentro de los 8 días siguientes a la notificación sobre el pronunciamiento sobre la constitucionalidad del texto de la pregunta por parte de la autoridad judicial competente; de la certificación del Registrador del cumplimiento de los requisitos para la revocatoria del mandato; del Concepto de la corporación pública de elección popular para el plebiscito y la consulta popular, el Presidente de la República, el Gobernador o el Alcalde, según corresponda, fijará fecha en la que se llevará a cabo la jornada de votación del mecanismo de participación ciudadana correspondiente y adoptará las demás disposiciones necesarias para su ejecución.

En tratándose de una consulta popular esta debe realizarse  dentro de los tres meses siguientes a la fecha del concepto previo de la corporación pública respectiva o del vencimiento del plazo indicado para ello.

(v) Votación, luego de cumplir con los requisitos y el procedimiento anteriormente mencionado se procede a la votación popular.

(vi) Adopción de la decisión, la determinación a la que llegue el pueblo es obligatoria en todo mecanismo de participación democrática, en particular (artículos 55 de la Ley 134 de 1994 y 41 de la Ley 1757 de 2015). La consulta popular, se requiere que la pregunta sometida al pueblo haya obtenido el voto afirmativo de la mitad más uno de los sufragios válidos, siempre y cuando haya participado no menos de la tercera parte de los electores que componen el respectivo censo electoral;

(vii) Adopción de las medidas, la autoridad correspondiente debe adoptar medidas para hacer efectiva la decisión del pueblo (artículo 56 de Ley 134 de 1994 y 42 de la Ley 1757 de 2015), cuando para ello se requiera una ley, una ordenanza, un acuerdo o una resolución local, la corporación respectiva debe expedirla dentro del mismo período de sesiones o a más tardar en el período siguiente. Si vencido, este plazo el Congreso, la asamblea, el concejo o la junta administradora local, no la expidieren, el Presidente de la República, el gobernador, el alcalde dentro de los quince (15) días siguientes puede adoptarla mediante decreto con fuerza de ley, ordenanza, acuerdo o resolución local, según el caso. 
2.6. El control judicial y previo de constitucionalidad de los mecanismos de participación democrática y los límites a los asuntos que pueden someterse a consulta popular 

Como se indicó en el acápite anterior, la Ley 134 de 1994 señala que los asuntos pueden someterse a consulta mediante un texto de pregunta redactado en forma clara, de tal manera que puedan contestarse con un ''SI" o un "NO" (artículo 52).

En relación con el ámbito en el que puede hacerse la consulta, los artículos 50 y 51 de la misma norma disponen que el mecanismo de participación ciudadana puede ser nacional o local. 

2.6.1. Sobre el punto, la Corte Constitucional en la sentencia C-180 de 1994, estableció que “en el ámbito descentralizado territorialmente, sea regional, provincial o local la consulta popular versa sobre asuntos de competencia del respectivo departamento o municipio, y la  iniciativa de convocarla le corresponde al Gobernador o Alcalde, según el caso. La consulta popular es la opinión que una determinada autoridad solicita a la ciudadanía sobre un aspecto específico de interés nacional, regional o local,  que la obliga a traducirla en acciones concretas. Es el parecer que se solicita a la comunidad política o cívica para definir la realización o buscar el apoyo generalmente, en relación con actuaciones administrativas en el ámbito  local. El derecho de todo ciudadano a participar en las consultas populares, hace parte del derecho fundamental a la participación en la conformación, ejercicio y control del poder político”. 
2.6.2. Con el artículo 18 de la Ley 1757 de 2015 se delimitaron las cuestiones que pueden ser objeto de iniciativa popular legislativa y normativa, referendo o consulta popular, en el siguiente sentido:

“Solo pueden ser materia de iniciativa popular legislativa y normativa, consulta popular o referendo ante las corporaciones públicas, aquellas que sean de la competencia de la respectiva corporación o entidad territorial.
No se podrán presentar iniciativas populares legislativas y normativas o consultas populares ante el Congreso, las asambleas, los concejos o las juntas administradoras locales, sobre las siguientes materias:

a). Las que sean de iniciativa exclusiva del Gobierno, de los gobernadores o de los alcaldes;

b). Presupuestales, fiscales o tributarias;

c). Relaciones internacionales;

d). Concesión de amnistías o indultos;

e). Preservación y restablecimiento del orden público”

2.6.3.  La Sala considera necesario hacer mención al control judicial y previo de constitucionalidad de los mecanismos de participación democrática, teniendo en cuenta que el cargo de la ANDJE se centró esencialmente en que la autoridad acusada se extralimitó al efectuar el control de constitucionalidad, toda vez que con ocasión de este no podía arrogarse la facultad de modificar la pregunta que se sometería a consulta popular en el municipio de Íquira
Frente al punto, tanto la Ley 134 de 1994 (artículo 53) como la Ley 1757 de 2015 (artículo 21) disponen que los Tribunales Administrativos deben pronunciarse sobre la constitucionalidad de los mecanismos de participación democrática.
La Corte Constitucional al resolver la exequibilidad de la Ley 1757 de 2015, en la sentencia C-150 de 2015, indicó que el examen a cargo de la jurisdicción de lo contencioso administrativo tiene por objeto garantizar que las iniciativas del nivel territorial no desconozcan las prescripciones legales y constitucionales y por ello, debe ser: (i) previo al pronunciamiento del pueblo; (iii) integral, en tanto comprende la regularidad del procedimiento y la compatibilidad material con la Constitución y; (iii) estricto, en cuanto a si la materia que se somete al pronunciamiento del pueblo cumple cabalmente la restricción competencial. 
En relación con el asunto, la Sección reitera las consideraciones expuestas en sentencia de tutela de 15 de diciembre de 2016
, en la que al estudiar un caso similar al de la referencia, la Sala se refirió a la sentencia C-551 de 2013, que construyó unas sub-reglas para la formulación de preguntas en el marco de un proceso de referendo, las cuales hizo extensivas a la consulta popular, según lo advirtió en la sentencia T-445 de 2016.

La Sección Quinta, en la mencionada decisión consideró que el texto de la pregunta de una consulta popular no debe contener notas introductorias que, lejos de orientar al elector, le induzcan su respuesta. Y que, tal circunstancia se presenta cuando el texto contiene notas inductivas que direccionan la voluntad del elector sólo hacia una de las dos opciones de respuesta (generalmente sí o no), mediante expresiones que carecen de objetividad y neutralidad.

Asimismo, esta Sala hizo mención a las reglas que ha establecido la Corte Constitucional para la formulación de las preguntas, así:

“Teniendo en cuenta lo anterior la sentencia C-551 de 2003 estableció las siguientes sub reglas:

(…)

(ii) Las preguntas deben cumplir con exigencia de lealtad y claridad: "Es indudable que la protección de la libertad del elector implica la doble exigencia de lealtad y claridad en la redacción del texto sometido a consideración del pueblo." 
(iii) Las preguntas inductivas violan libertad del elector y desconocen exigencia de lealtad: "Puede suceder que según los términos en que sean redactadas las preguntas, éstas puedan ser manipulativas o directivas de la voluntad del ciudadano, inductivas de la respuesta final, tendenciosas o equívocas, lo cual puede conducir a la desinformación, al error, o a una falsa percepción del fenómeno político. (…)

(iv) Criterios objetivos para evaluar notas introductorias y preguntas: "Las notas introductorias deben satisfacer ciertos requisitos como, (1) estar redactadas en un lenguaje sencillo y comprensible, (ii) que sea valorativamente neutro, (sic) (iii) ser breves en la medida de lo posible, (iv) no ser superfluas o inocuas y (v) ser comprensivas del objeto que el artículo expresa. Para la Corte la satisfacción de estos requisitos garantiza que las notas introductorias (1) no sean un factor de manipulación de la decisión política (ii) no induzcan la respuesta del elector (iii) no presenten información parcial o engañosa y por lo tanto no vicien la voluntad política, (iv) garanticen condiciones favorables para el correcto ejercicio del derecho político, (v) otorguen pulcritud y corrección al proceso de convocatoria, y (vi) revistan de un mayor grado de legitimidad la decisión que se tome." 

Por ello, se consideró que de acuerdo con los requisitos dados por la Corte Constitucional, los textos de las preguntas, particularmente sus notas introductorias, deben cumplir la exigencia de lealtad y claridad, mediante referencias neutrales e imparciales que eviten inducir la respuesta del elector y no presenten información parcial o engañosa que vicie la voluntad política.

En revisión de constitucionalidad (C-150 de 2015), la Corte indicó que (i) existen restricciones competenciales del pueblo en consulta popular (ESTRICTO), por ello el mecanismo no puede referirse a materias que no se encuentren comprendidas por las competencias del respectivo nivel territorial, en esa medida, no es posible que mediante una consulta popular municipal se pregunte a los ciudadanos asuntos de carácter departamental. En la misma línea, una consulta popular promovida por el Presidente de la República no puede pretender del pueblo un pronunciamiento sobre un asunto exclusivamente territorial. 

En la decisión de constitucionalidad, la Corte retomó el criterio expuesto en la sentencia T-123 de 2009 en la que indicó que “La primera restricción relacionada con la consulta popular, como mecanismo de participación democrática, tiene que ver con la esfera dentro de la cual se desarrolla”.

Lo anterior, teniendo en cuenta que la Constitución Política en el artículo 105 previó el mecanismo para que los gobernadores y alcaldes según el caso, puedan realizar consultas populares para decidir sobre asuntos de competencia del respectivo departamento o municipio, lo que a su vez replicó la Ley 134 de 1994 en el artículo 51. 

 
En consideración a lo anterior, la Corte concluyó, que tanto el Constituyente como el Legislador, “impusieron una expresa restricción a los mandatarios departamentales y municipales o distritales, que sólo les permite llamar a la comunidad para pronunciarse sobre asuntos de orden regional o local. Así, por ejemplo, un Gobernador no podría consultar a la ciudadanía sobre un asunto fiscal del orden nacional, por ser una cuestión ajena a su competencia; tampoco podría un alcalde hacer una consulta para decidir cuestiones del nivel regional que no sólo involucran a su vecindad, sino que trascienden a la esfera departamental o nacional.”

En la misma sentencia C-150 de 2015, la Corte expuso de manera expresa que “en aplicación de esta regla, (…) ha considerado que no es posible someter a una consulta popular territorial, materias que son competencia de determinadas autoridades ambientales tal y como ocurre con las Corporaciones Autónomas Regionales”, para lo anterior, se refirió a la sentencia T-123 de 2009 en la que se señaló:

“Teniendo en cuenta la configuración constitucional y legal del sistema ambiental en Colombia, la Corte considera que el impacto de las decisiones que en esa materia adoptan las CARs trasciende de la esfera estrictamente municipal para imbricarse en un escenario regional con proyección nacional. En esa medida, sus decisiones no pueden estar condicionadas por la voluntad ciudadana expresada en una consulta popular del nivel municipal, pues esta sólo tiene alcance respecto de asuntos de la competencia propias de la administración local. 
 
En síntesis, a juicio de la Corte no se vulnera el derecho fundamental a la participación ciudadana cuando una Corporación Autónoma Regional no atiende una consulta popular del nivel municipal, para efecto de la expedición de una licencia ambiental, pues se trata de esferas competenciales diferentes, conforme a lo previsto en el artículo 105 de la Constitución, la ley estatutaria de mecanismos de participación ciudadana (art.51) y las normas que regulan el sistema de protección al medio ambiente”. 
 
Con fundamento en lo anterior, en la mencionada decisión de tutela “la Corte concluyó que la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca no se encontraba vinculada por los resultados de una consulta popular llevada a cabo en Nemocón y cuyo resultado daba cuenta del desacuerdo de los habitantes del municipio con el otorgamiento de una  autorización para la construcción de un relleno sanitario regional. En esa medida, la decisión de dicha entidad consistente en otorgar la licencia ambiental para la ejecución de ese proyecto, no desconoció el derecho de participación “dado que las decisiones que en materia ambiental debe adoptar la CAR trascienden la esfera estrictamente municipal y se proyectan en un escenario regional de mayor envergadura” (T-123 de 2009). 
 
De igual forma, la Corte expuso que existe una (ii) prohibición de modificar la Constitución o de desconocer derechos constitucionales mediante el empleo de la consulta popular (INTEGRAL).

Como lo ha señalado la Corte, la convocatoria del pueblo no puede tener como propósito ni como efecto
· La modificación de la Constitución, prohibición que encuentra justificación en que el mecanismo tiene menores exigencias que la modificación de la Carta, porque “en efecto, mientras que la presentación de la consulta sólo requiere la firma de todos los ministros y el concepto previo favorable del Senado (CP art. 104 y arts 51 y ss de la LEMP), el referendo debe estar contenido en una ley aprobada por la mayoría absoluta de los miembros de ambas cámaras (CP art. 378). Por ello, permitir que la Constitución sea reformada por medio de una consulta popular es inadmisible, ya que erosiona la supremacía de la Carta, que no ha previsto ese procedimiento de reforma. Es pues perfectamente coherente que el artículo 50 de la LEMP haya estipulado que “no se podrán realizar consultas sobre temas que impliquen modificación a la Constitución”.
· La infracción de normas de derechos constitucionales reconocidos por la Carta,  cuestión que atiende a que “la toma de decisiones que conlleven a la violación de derechos o principios de rango constitucional, (…) en la práctica esto implicaría el desconocimiento normativo de la propia Carta Política. Piénsese, sólo a manera de ejemplo, en el caso de una consulta popular para decidir sobre la expropiación de inmuebles sin la indemnización previa correspondiente: una decisión de esta naturaleza sería inadmisible, pues atentaría contra el artículo 58 Superior, que exige en forma expresa el reconocimiento de la indemnización previa”.
2.6.4. Además de lo anterior, con el fin de entender si existe una limitación para los municipios respecto de los asuntos que pueden someterse a consideración del pueblo mediante consulta popular, resulta de gran importancia acudir a las consideraciones expuestas en la sentencia C-123 de 2014, que analizó la constitucionalidad del artículo 37 de la Ley 685 de 2001
, que preveía lo siguiente:

“Artículo 37. Prohibición legal. Con excepción de las facultades de las autoridades nacionales y regionales que se señalan en los artículos 34 y 35 anteriores, ninguna autoridad regional, seccional o local podrá establecer zonas del territorio que queden permanente o transitoriamente excluidas de la minería.

Esta prohibición comprende los planes de ordenamiento territorial de que trata el siguiente artículo”.  

En la sentencia C-123 de 2014 se declaró exequible la norma anteriormente transcrita, en el entendido de que “en desarrollo del proceso por medio del cual se autorice la realización de actividades de exploración y explotación minera, las autoridades competentes del nivel nacional deberán acordar con las autoridades territoriales concernidas, las medidas necesarias para la protección del ambiente sano” y, en especial, de sus cuencas hídricas, el desarrollo económico, social, cultural de sus comunidades y la salubridad de la población, mediante la aplicación de los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad previstos en el artículo 288 de la Constitución Política.

Lo primero que destaca la Sala es que si bien el mencionado pronunciamiento de constitucionalidad se dictó en relación con una norma que prohibía a las autoridades locales establecer zonas del territorio que quedaran permanente o transitoriamente excluidas de la minería y que, en este caso lo que se discute es la posible prohibición de actividades relacionadas con hidrocarburos, lo cierto es que en aquella oportunidad la Corte Constitucional se ocupó de analizar el límite de las competencias de la Nación y las entidades territoriales para la autorización de actividades de exploración y explotación de recursos naturales no renovables, para concluir que “la autorización para la realización de actividades de exploración y explotación minera –cualquiera sea el nombre que se dé al procedimiento para expedir dicha autorización por parte del Estado- se tengan en cuenta los aspectos de coordinación y concurrencia, los cuales se fundan en el principio constitucional de autonomía territorial”. 
Como problema jurídico a resolver la sentencia C-123 de 2014 expuso el siguiente: “si una prohibición absoluta que consagre la ley para que los concejos municipales excluyan zonas de su territorio de la realización de actividades de exploración y explotación minera, prohibición que a su vez implica la imposibilidad de que los planes de ordenamiento territorial consagren restricciones en ese sentido, resulta una limitación desproporcionada a la competencia de regular los usos del suelo dentro del territorio del municipio en cabeza de los concejos municipales y distritales, de acuerdo a los artículos 311 y 313 numeral 7 de la Constitución”.
 

Y, para resolverlo, como aspecto transversal de su análisis, apuntó que al igual que no puede concluirse que el constituyente estableció un principio de autonomía territorial sin límite alguno, tampoco es válido afirmar que el principio de Estado unitario avala cualquier regulación legal que, con el fin de distribuir competencias, establezca límites a contenidos esenciales del principio de autonomía territorial.

De esta manera era necesario fijar una interpretación armónica y sistemática de las disposiciones constitucionales que no vaciara o sacrificara el principio contrapuesto. Por ello, expuso que “si bien la interpretación del artículo 37 del Código de Minas puede sustentarse en el principio constitucional de organización unitaria del Estado –artículo 1 de la Constitución- y los contenidos específicos de los artículos 332 y 334 de la Constitución, que privilegian la posición de la Nación en la determinación de las políticas relativas a la explotación de recursos naturales; también deben tenerse en cuenta otros contenidos constitucionales de igual valía dentro de la organización del Estado, como son los principios de autonomía y descentralización de que gozan las entidades territoriales para la gestión de sus intereses –artículo 287 de la Constitución-, y de coordinación y concurrencia –artículo 288 de la Constitución-, que se deben acatar al hacer el reparto de competencias entre la Nación y, en este caso, los municipios y distritos”.
En tal medida, consideró que la norma demandada podía interpretarse de acuerdo con los dos principios constitucionales en tensión, en el entendido de que en el proceso de autorización para la realización de actividades de exploración y explotación minera –cualquiera sea el nombre que se dé al procedimiento para expedir dicha autorización por parte del Estado- se tengan en cuenta los aspectos de coordinación y concurrencia
, los cuales se fundan en el principio constitucional de autonomía territorial.

2.6.5. Luego, en la C-035 de 2016 se analizó la constitucionalidad de la Ley 1753 de 2015 “por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 ‘Todos por un nuevo país”. En este fallo la Corte puso de manifiesto que “aun cuando la regulación de la explotación de recursos mineros le corresponde al Congreso, y aun cuando es perfectamente posible desde el punto de vista constitucional que una entidad del orden nacional regule la explotación de recursos del subsuelo, en la práctica no es factible extraer recursos mineros sin afectar la superficie. En esa medida, es imposible definir la vocación minera de un área sin afectar el ejercicio de competencias sobre el uso del suelo que le corresponden a las autoridades del orden territorial”.
Agregó que, la extracción de recursos naturales no renovables no sólo afecta la disponibilidad de recursos en el subsuelo, sino también modifica la vocación general del territorio, y en particular, la capacidad que tienen las autoridades territoriales para llevar a cabo un ordenamiento territorial autónomo. Por ello, tiene que existir un mecanismo que permita la realización del principio de coordinación entre las competencias de la Nación para regular y ordenar lo atinente a la extracción de recursos naturales no renovables y la competencia de las autoridades municipales para planificar, gestionar sus intereses y ordenar su territorio, con criterios de autonomía.

La Corte puntualizó que, “en esa medida, [era] necesario concluir que el ejercicio de la competencia que le corresponde al legislador ordinario para regular determinadas actividades económicas, como en este caso lo es la explotación de recursos naturales del subsuelo, confluye con otras competencias asignadas a las entidades territoriales de diverso orden, como la de definir los usos del suelo. En tales casos, están de por medio, por un lado, la autonomía de las entidades territoriales para desempeñar sus funciones de planeación y ordenamiento territorial, competencias que constituyen elementos fundamentales de su autonomía, y por el otro, la necesidad de garantizar que la explotación de los recursos del subsuelo beneficie a  todas las entidades territoriales, incluyendo aquellas que no poseen dichos recursos”.  

Así pues, entre otras determinaciones adoptadas en la sentencia C-035 de 2015, la Corte concluyó que era posible interpretar el artículo 20
 de la Ley 1753 de 2015 de acuerdo con los dos principios constitucionales en tensión, el principio de organización unitaria del Estado y la autonomía de las entidades territoriales, siempre que el contenido de la norma “garantice un grado de participación razonable de los municipios y distritos en el proceso de decisión sobre la selección y otorgamiento de áreas que presenten un alto potencial minero en el respectivo territorio”

En tal sentido, se indicó que para tomar decisiones de transcendencia en relación con actividades de explotación de recursos naturales no renovables: 

(i) El único nivel competencial no es el central, sino que por el contrario, las entidades territoriales deben participar de manera activa y  eficaz en el proceso de toma de la misma. 

(ii) “Es decir, que la opinión de [las entidades territoriales] debe ser valorada adecuadamente y (…) tener una influencia apreciable en la toma de esta decisión, sobre todo en aspectos axiales a la vida del municipio, como son la protección de cuencas hídricas, la salubridad de la población y el desarrollo económico, social y cultural de sus comunidades”. 

(iii) Los instrumentos de coordinación deben estar concertados conforme al principio de descentralización, con reconocimiento de la autonomía de los municipios, y deben obedecer a los criterios de coordinación, concurrencia y gradación normativa, adoptando las medidas que sean necesarias para la protección de un ambiente sano, la protección de las cuencas fluviales, el desarrollo económico, social y la identidad cultural de las comunidades. 
(iv) Los ciudadanos afectados deben tener la posibilidad de ejercer sus derechos de participación en la toma de decisiones de protección de los recursos naturales y de vigilancia y control social para la conservación del ambiente sano, a través de los mecanismos de participación ciudadana. 
2.6.6. Además de lo anterior, en la sentencia C-273 de 2016 - por medio de la que se declaró inexequible el artículo 37 de la Ley 685 de 2001, por haber regulado asuntos con reserva de Ley Estatutaria - se advirtió que la Constitución Política, de un lado, en el artículo 332 atribuyó competencias al nivel central al indicar que el “Estado es propietario del subsuelo y de los recursos naturales no renovables” pero que conforme a la interpretación que le ha dado la Corte desde sus inicios “… la Asamblea Constituyente evitó atribuir a la Nación la propiedad de los recursos no renovables, para evitar la centralización de sus beneficios, pero que tampoco quiso, por razones de equidad y de equilibrio regional, municipalizarlos o atribuir su propiedad a los departamentos”. Y, de otra parte, el artículo 334 de la Constitución también estableció que el Estado “intervendrá, por mandato de la ley, en la explotación de los recursos naturales.” 

En esa medida, si bien los recursos son de propiedad del Estado, la competencia para regular la intervención estatal en su explotación está en cabeza del legislador.

2.6.7. Los mencionados criterios fueron reafirmados por la Corte Constitucional en sentencia C-389 de 2016, en la que se estudió la exequibilidad de los artículos 16, 53, 122, 124, 128, 270, 271, 272, 273, 274, 275, 276, 277 y 279 de la Ley 685 de 2001, por violación a los principios de la función pública, la planeación ambiental y la prevalencia del interés general; el ambiente sano, el desarrollo sostenible y los derechos de las generaciones futuras; y el derecho fundamental a la participación ciudadana.

La Corporación indicó que al mencionar el concepto de territorio, “se ha evidenciado una tensión, al menos potencial, entre el ejercicio de las competencias de los ámbitos local y nacional, especialmente, en lo que tiene que ver con la potestad para definir el uso del suelo, la pertenencia de los recursos naturales a la nación y la potestad conferida al Congreso para regular el aprovechamiento de los recursos en armonía con su deber de planificación ambiental. Estos aspectos comprometen también las vertientes participativa y representativa de la democracia”.

Asimismo, se refirió a la participación ciudadana en asuntos de carácter ambiental (artículo 79 de la Constitución Política
), para señalar que este es un derecho fundamental, de carácter universal, expansivo y garantizado a través de mecanismos como la consulta popular. 

Sobre el punto, recalcó que existe un “sólido cuerpo jurisprudencial”, en el que se ha defendido la idea de que las decisiones ambientales de importancia, como aquellas relacionadas con el uso, explotación y aprovechamiento del subsuelo no pueden adoptarse de forma centralizada, sino que exigen la participación de los entes territoriales, en desarrollo de los principios de concurrencia, subsidiariedad y coordinación, que definen el contenido de la autonomía territorial y su relación con el principio de unidad nacional.

Además, insistió en que la participación de las entidades territoriales debe darse en una instancia de participación real, representativa, libre, informada y efectiva, previa la concesión de un título minero es necesaria, debido a que esta decisión no es inocua, sino que genera una expectativa en torno al destino del predio, el entorno y el territorio. 

En la misma sentencia se hizo referencia a la “justicia ambiental”, como “el tratamiento justo y la participación significativa
 de todas las personas independientemente de su raza, color, origen nacional, educación o ingreso con respecto al desarrollo y la aplicación de las leyes, reglamentos y políticas ambientales”.
Y, finalmente, se advirtió que sobre la protección a la participación de las entidades territoriales y los ciudadanos en la toma de decisiones de carácter ambiental existe un déficit que debía mitigarse mediante una decisión legislativa integral, comprensiva y adecuada.

2.6.8. Pues bien, del análisis de las sentencias de constitucionalidad anteriormente mencionadas (C-123 de 2014, C-035, C-273 y C-389 de 2016) la Sección Quinta del Consejo de Estado, puede extraer las siguientes conclusiones: 

(i) La Constitución estableció que el Estado, no la Nación, es el propietario del subsuelo y los recursos naturales no renovables. (artículos 332 y 334 del C.P.).

(ii) La explotación de estos recursos del subsuelo afecta sin lugar a dudas el suelo y, por ello, el ejercicio de competencias sobre el uso del mismo que le corresponden a las autoridades del orden territorial (artículos 311 y 313 numeral 7 C.P).

(iii) Como consecuencia de lo anterior, entran en tensión principios constitucionales, de un lado, el Estado Unitario y el desarrollo y, de otro, la autonomía de las entidades territoriales y el medio ambiente sano.  

(iv) La mencionada tensión debe superarse sin que pueda desconocerse el contenido de alguno de los grupos de principios.

(v) Lo anterior se logra mediante la aplicación de los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad
, que permiten que en el proceso de autorización para la realización de actividades de exploración y explotación de los recursos naturales no renovables –cualquiera sea el nombre que se dé al procedimiento para expedir dicha autorización por parte del Estado- se tengan en cuenta los aspectos de los cuales se fundan en el principio constitucional de autonomía territorial, es decir, teniendo en cuenta la opinión de las entidades territoriales.
(vi) Los ciudadanos también pueden intervenir en la toma de decisiones de protección de los recursos naturales y de vigilancia y control social para la conservación del ambiente sano a través de los mecanismos de participación ciudadana. 
(vii) Corresponde al legislador regular la intervención estatal en la explotación de los recursos naturales, mediante un proceso que permita la participación de las entidades territoriales en observancia de los principios autonomía territorial, de concurrencia y coordinación y, de los ciudadanos, en asuntos de carácter ambiental (artículo 79 de la Constitución Política
),
En consonancia con lo anterior, puede concluirse que la consulta popular tiene límites respecto de los asuntos que pueden someterse a consideración del pueblo, establecidos en el artículo 18 de la Ley 1757 de 2015 cuya interpretación debe ser efectuada a la luz de los pronunciamientos constitucionales según los cuales, las actividades relacionadas con la exploración y la explotación de los recursos naturales no renovables del Estado, no son competencia únicamente del nivel central (Nación) ni del descentralizado territorialmente (departamentos y municipios) ni de la ciudadanía, sino que, por el contrario, por la implicaciones que tiene en la práctica compete a todos los niveles señalados anteriormente. 

2.7. La competencia constitucional en materia de extracción de recursos naturales no renovables: desarrollo normativo y jurisprudencial
La denominada constitución económica trae consigo una serie de disposiciones que resultan relevantes a efectos de determinar la distribución de competencias en relación con la extracción de recursos naturales no renovables.

En primer lugar, y partiendo de conceptos generales, la propiedad de los recursos naturales no renovables y del subsuelo, radica, por disposición expresa del artículo 332 de la Constitución, en cabeza del Estado, ello “sin perjuicio de los derechos adquiridos y perfeccionado con arreglo a las leyes preexistentes”. 

Igualmente, en lo que tiene ver con la explotación de estos, el subsiguiente artículo 334 ejusdem determina que el Estado, como director general de la economía, “intervendrá, por mandato de la ley, en la explotación de los recursos naturales, en el uso del suelo (…)”, lo que a su vez debe acompasarse con las competencias de planificación y aprovechamiento de los recursos naturales que se consagran –igualmente en cabeza del Estado- en el artículo 80 ejusdem.

Sobre este punto en particular, la Corte Constitucional ha definido lo siguiente:

“En relación con la propiedad y explotación minera en Colombia, reitera esta Sala que la Constitución de 1991 determina la propiedad del Estado sobre el subsuelo y los recursos naturales no renovables, sin perjuicio de los derechos adquiridos conforme a las leyes preexistentes (artículo 332); que el Estado se encuentra facultado para intervenir por mandato de la ley, en la explotación de los recursos naturales, en el uso del suelo, en la producción, distribución, utilización y consumo de los bienes, con el fin de lograr la racionalización de la economía y el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes -artículo 334 Superior-; que por disposición de la Carta es el Legislador quien debe determinar las condiciones para la explotación de los recursos naturales no renovables, así como los derechos de las entidades territoriales sobre los mismos y que la explotación de un recurso natural no renovable causará a favor del Estado, una contraprestación económica a título de regalía, sin perjuicio de cualquier otro derecho o compensación que se pacte; y que el Estado se encuentra facultado para establecer una serie de políticas de planificación dirigidas a la protección ambiental y de la biodiversidad, en armonía con el aprovechamiento de los recursos naturales (artículos 80). 

Todo lo anterior, en armonía con la función ecológica de la propiedad -artículo 58 CN-, el respeto por el derecho a un medio ambiente sano, y la protección del medio ambiente, y de conformidad con los tratados internacionales que en materia ecológica se han reconocido (artículos 9, 94 y 226).”
 (Negrilla por fuera del texto original)
En conclusión, la propiedad, planificación, aprovechamiento y explotación de los recursos naturales no renovables se radica en el Estado. De lo anterior, se pregunta este juez constitucional: cuando se hace referencia al Estado, ¿qué debe entenderse por éste?
En la sentencia C-221 de 1997 se determinó que la palabra Estado en los cánones constitucionales, no hace referencia en forma exclusiva a las competencias y/o funciones de la Nación –entendida esta como el conjunto de entidades centrales-, sino que la misma “se emplea en general para designar al conjunto de órganos que realizan las diversas funciones y servicios estatales, ya sea en el orden nacional, o ya sea en los otros niveles territoriales”
. Así las cosas, concluyó:

“9- Conforme a lo anterior, la Corte considera que cuando la Carta se refiere al Estado, y le impone un deber, o le confiere una atribución, debe entenderse prima facie que la norma constitucional habla genéricamente de las autoridades estatales de los distintos órdenes territoriales. Ahora bien ello no impide que en  determinadas oportunidades la Carta pueda asimilar, en un precepto específico, las palabras Estado y Nación, y por ende denomine estatal a una competencia nacional o a la titularidad de la Nación sobre un determinado recurso. Sin embargo, como en principio la Constitución reserva la palabra Estado para hablar del conjunto de autoridades de los distintos niveles territoriales, deberá mostrarse por qué en determinada disposición esa palabra puede ser considerada un sinónimo de Nación.”

Específicamente, en cuanto a las facultades sobre los recursos naturales que se consagran en cabeza del Estado, la providencia citada en precedencia, refirió que “es claro que cuando el artículo 80 se refiere al deber del Estado de planificar el manejo de los recursos naturales a fin de garantizar su desarrollo sostenible, la norma constitucional hace referencia no sólo a la Nación sino al conjunto de autoridades públicas, no sólo por cuanto es un deber que naturalmente se predica de todas ellas sino, además, porque específicamente la Carta consagra obligaciones ecológicas de otras entidades territoriales”
.

No encuentra esta Sala, elemento interpretativo alguno que impida que, a la propiedad y explotación de los recursos naturales no renovables se les aplique el criterio antes descrito, por lo que se concluye que estas no están exclusivamente en cabeza de las entidades del orden central con competencias sobre el particular, sino que se ejercen de forma conjunta con las demás entidades y organismos competentes en el asunto.

Es bajo la anterior perspectiva que cobra vital importancia el desarrollo que jurisprudencialmente se ha dado al aparente conflicto que se suscita entre las competencias asignadas a las autoridades nacionales y territoriales, cuando se trata de la (i) extracción de recursos naturales no renovables, (ii) planificación, ordenamiento territorial y regulación del uso del suelo y (iii) protección del medio ambiente. 

Lo anterior, en la medida en que en dichos asuntos se observan a lo largo del texto constitucional, la asignación de competencias a las entidades territoriales, las cuales no se pueden desconocer, inciden directamente en materia de extracción de recursos naturales no renovables.

De esta forma, desde el artículo 311 constitucional, se indica que corresponde al municipio, como unidad fundamental de la división político-administrativa del Estado, “ordenar el desarrollo de su territorio”, así como corresponde a los concejos municipales “reglamentar los usos del suelo” y “dictar las normas necesarias para el control, la preservación y la determinación del patrimonio ecológico y cultural” (art. 313, lits. 7 y 9, respectivamente). 

En esta medida, la Sala concluye que la ordenación del territorio, la planeación en la prestación de servicios, la vocación económica e incluso la adopción de medidas tendientes a la protección del patrimonio ecológico en los municipios, todas ellas competencias que se ejercen por el ente territorial, se ven claramente impactadas por la actividad extractiva de cualquier orden. Lo anterior, sumado a la copropiedad que en materia de recursos naturales no renovables se comparte entre la Nación y los entes territoriales, hace que surja la siguiente pregunta: ¿cómo resolver la tensión que se genere en el ejercicio de las funciones específicas de cada nivel de la organización en la materia?

La respuesta al anterior interrogante tiene su origen en los pilares del diseño y la arquitectura constitucional colombiana, como a continuación pasa a explicarse en forma detallada:

Colombia, está organizada como una “República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales”, tres principios cuyo contenido es fundamental para dar respuesta a la pregunta expuesta en forma precedente. 

El concepto de Estado Unitario, corresponde con una forma de organización que implica la aplicación del “principio de la centralización política, que se traduce en unidad de mando supremo en cabeza del gobierno nacional, unidad en todos los ramos de la legislación, en cabeza de un Congreso y, en general, unidad en las decisiones de carácter político que tienen vigencia para todo el espacio geográfico nacional; la centralización también implica la unidad en la jurisdicción”
. De otro lado, la descentralización, implica una serie de mecanismos a través los cuales se realiza la transferencia de asuntos, competencias o funciones desde el centro a otras entidades de la organización administrativa y/o territorial, para que las mismas sean ejercidas de forma autónoma.

Del principio de Estado Unitario, la Corte Constitucional ha considerado que se presenta una situación de “unidad en todos los ramos de la legislación, exigencia que se traduce en la existencia de parámetros uniformes del orden nacional y de unas competencias subordinadas a la ley  en el nivel territorial, y por otro, la existencia de competencias centralizadas para la formulación de decisiones de política  que tengan vigencia para todo el territorio nacional. Del principio unitario también se desprende la posibilidad de intervenciones puntuales, que desplacen, incluso a las entidades territoriales en asuntos  que de ordinario se desenvuelven en la órbita de sus competencias, pero en relación con las cuales existe un interés nacional de superior entidad”
.

En relación con el principio de autonomía de las entidades territoriales y sobre la necesidad de que tanto la Nación como los entes territoriales participen de acuerdo con las potestades constitucional y legalmente atribuidas, resulta relevante traer a colación los argumentos que fueron expuestos por la Corte Constitucional en la sentencia C-123 de 2014, en la cual se estudió una demanda de constitucionalidad sobre el artículo 37 del Código de Minas que tenía para esa fecha, antes de ser declarado inconstitucional.
En dicha oportunidad, la norma se declaró exequible en forma condicionada, en los siguientes términos: “en el entendido de que en desarrollo del proceso por medio del cual se autorice la realización de actividades de exploración y explotación minera, las autoridades competentes del nivel nacional deberán acordar con las autoridades territoriales concernidas, las medidas necesarias para la protección del ambiente sano, y en especial, de sus cuencas hídricas, el desarrollo económico, social, cultural de sus comunidades y la salubridad de la población, mediante la aplicación de los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad previstos en el artículo 288 de la Constitución Política”. (Resaltado de la Sala).
Para arribar a la citada resolutiva, la Corte Constitucional consideró que la simple existencia de una regulación nacional que establezca límites a la facultad de reglamentar los usos del suelo por parte de los municipios no implica per se vulneración del principio de autonomía territorial. 

Lo anterior, en virtud de los siguientes artículos constitucionales: 

(i) El 288
, en virtud del cual la gestión los intereses de los municipios debe hacerse dentro de los límites de la Constitución y la ley; 

(ii) El 311 y el 313 numeral 7; 

(iii) El 332 que asigna la propiedad del subsuelo y de los recursos naturales al Estado;

(iv) El 334
 que determina que la intervención del Estado en la economía debe seguir los parámetros establecidos en la ley, así como que dicha intervención debe tener como objetivo el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes del territorio.
En la referida sentencia la Corte Constitucional trazó el concepto de autonomía de las entidades territoriales en los siguientes términos:

· El artículo 288 de la Constitución, centra el contenido de la autonomía del ente territorial en la posibilidad que tiene de gestionar sus propios intereses, dentro de los límites de la Constitución y la Ley, para lo cual puede (i) gobernarse con autoridades propias; (ii) ejercer las competencias que les correspondan; (iii) administrar los recursos y establecer los tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones y (iv) participar de las rentas nacionales.

· Lo anterior, no puede leerse de forma descontextualizada, especialmente, cuando desde el artículo 1º constitucional, se expone que Colombia adoptó una forma de organización política unitaria, aspecto que necesariamente implica la armonización de ambas notas características del diseño institucional nacional. 

· Bajo la anterior perspectiva, es claro que existe un sistema de limitaciones recíprocas
 el cual implica que ninguno de estos principios puede ser interpretado y/o aplicado en perjuicio o desconocimiento del otro, pues es necesario obtener su plena coexistencia. Así las cosas “el concepto de unidad del Estado colombiano no puede ser utilizado como pretexto para desconocer la capacidad de autogestión de las entidades territoriales, y a su turno, la autonomía de las entidades territoriales no puede ser entendida de manera omnímoda para hacer nugatorias las competencias naturales de las instancias territoriales centrales”
.
· El mismo texto constitucional consagró en el artículo 288 el mecanismo para lograr la armonización a la que se hizo referencia en el párrafo precedente, de manera específica, al señalar que “las distintas competencias atribuidas a los distintos niveles territoriales serán ejercidas conforme a los principios de coordinación, concurrencia y subsidiaridad en los términos que establezca la ley”.
De lo dicho, se concluye que la existencia de diversas competencias, atribuidas constitucional y/o legalmente a las entidades territoriales y a las del nivel central, no pueden ser analizadas, interpretadas y/o aplicadas en detrimento de la posibilidad que tienen estas de participar en la toma de la decisión que corresponda, pues claramente, existe un mandato constitucional imperativo de respetar los principios de coordinación y concurrencia.

Así las cosas, de lo dicho, si bien es posible predicar la asignación de competencias a los entes territoriales en materia de regulación y uso del suelo, protección al medio ambiente y ordenación, planeación y desarrollo del territorio, no lo es menos que es el Estado –en la concepción previamente descrita- el propietario de los recursos naturales no renovables, del subsuelo, así como el que planifica el manejo y aprovechamiento de dichos recursos e interviene en la economía, por mandato de la ley, en la explotación de los mismos. 

De lo anterior, se concluye que en materia de planificación, aprovechamiento, exploración y explotación de recursos naturales no renovables, al ser una actividad multidimensional, es claro que las competencias están distribuidas tanto en el nivel central como en el nivel territorial, por ello, en el mencionado trámite deben intervenir los dos niveles de administración, con la participación de las personas que puedan ver afectado su derecho a disfrutar de un ambiente sano, todo en el marco de los principios de concurrencia, coordinación y subsidiariedad. 

2.8. Procedencia de someter a consulta popular del orden municipal la realización de actividades de exploración y explotación de recursos naturales no renovables
De conformidad con lo expuesto, a juicio de esta Sección, no resulta posible que la planeación, aprovechamiento, exploración y explotación de recursos naturales no renovables sea  un asunto susceptible de ser sometido a una consulta popular del orden municipal, sin que para tal efecto haya participado la Nación, en observancia de los principios autonomía territorial, de concurrencia y coordinación.
Lo anterior, con fundamento en (i) los límites competenciales de los entes territoriales al momento de convocar a consultas populares de dicho nivel y (ii) la necesidad de garantizar que las distintas competencias que sobre el asunto se encuentran en cabeza de las autoridades el nivel territorial y descentralizado por servicios, se armonicen de forma coordinada y concurrente. 

Así las cosas, la pregunta que busca responder sobre la existencia de límites a la forma en que los municipios acuden a la consulta popular para el ejercicio de sus competencias, queda resuelta, para señalar que desde el mismo texto constitucional, y en el desarrollo que posteriormente se dio por la vía del Congreso de la República, se determinó con toda claridad que la primera limitante, es precisamente la existencia de una competencia propia y exclusiva del ente territorial.

Por lo tanto, al ser la ley la que determina la forma en que el Estado –nivel central y territorial- interviene en la explotación de recursos naturales no renovables, y al encontrarse la autonomía de los entes territoriales claramente demarcada por lo que ella fije, es claro que dicho aspecto no es del resorte exclusivo de los municipios, distritos y/o departamentos, razón por la cual, ambos niveles deben participar a efectos de adoptar las decisiones.

La Sala concluye que en la actividad objeto de regulación deben participar tanto el sector central como las entidades territoriales y los ciudadanos respectivos, pues si bien se reconoce que la Nación –entendida como entidades del orden central- tiene sendas competencias para determinar la política nacional en materia de minería, otorgamiento de concesiones, entre otros, lo cierto es que la materialización de la extracción, impacta directamente en otras facultades que son del resorte, en particular, de los municipios, como lo son la planeación y ordenación del territorio, la protección del medio ambiente, la prestación de servicios públicos, etc. Lo anterior, como se señaló por las decisiones de constitucionalidad, debe fundamentarse en los principios de coordinación y concurrencia –fijados en el artículo 288 ejusdem-.

Se debe resaltar que lo concluido en precedencia no desconoce las notas democráticas y participativas que fundan el Estado Colombiano, ni mucho menos la necesidad de garantizar que los espacios de decisión por parte de los ciudadanos se consoliden y expandan. Ello, en tanto desde la misma disposición constitucional, se buscó que la realización de consultas a nivel municipal, respetara el ordenamiento mismo, es decir, la estructura unitaria que se adoptó por el constituyente y por ello, la participación se garantiza siempre y cuando se trate de asuntos que atañen a los habitantes de una localidad, municipio, distrito o departamento. 

En esta medida, el principio de la democracia expansiva, que como se señaló, resulta ser una nota característica del modelo de organización adoptado por el Constituyente de 1991, no se desconoce con la conclusión a la que se arriba en el presente acápite, toda vez que es pertinente considerar que (i) es el mismo texto constitucional el que fijó una limitante a la forma en que los entes territoriales acuden a la consulta popular como mecanismo de participación democrática; (ii) los mecanismos de participación ciudadana se insertan dentro del contexto integral de la arquitectura constitucional y deben utilizarse de forma armónica con la misma. 

A lo dicho, se impone también señalar, que incluso los derechos de participación política –de categoría iusfundamental-, entre los que la Carta Fundamental consagra la posibilidad de los ciudadanos de tomar decisiones a través de consultas populares (art. 40, numeral 2º), no ostentan el carácter de absolutos, y por lo tanto, las limitaciones razonables que sobre los mismos se impongan, son aceptables. En el caso concreto, como se señaló, la limitación se torna razonable, en la medida en que obedece a una expresa norma constitucional, así como al mismo diseño del mecanismo de participación ciudadana.

Finalmente, la Sala advierte que no desconoce el contenido del artículo 33 de la Ley 136 de 1994, el cual consagra expresamente:

“Artículo 33. Usos del Suelo. Cuando el desarrollo de proyectos de naturaleza turística, minera o de otro tipo, amenace con crear un cambio significativo en el uso del suelo, que dé lugar a una transformación de las actividades tradicionales de un municipio, se deberá realizar una consulta popular de conformidad con la ley. La responsabilidad de estas consultas estará a cargo del respectivo municipio”.

Aunque no se discute en el sub judice la vigencia de dicha disposición normativa, es claro que en su interpretación, debe tenerse en cuenta el condicionamiento que la misma incluye en su texto, al señalar la procedencia de la consulta en dichos casos “de conformidad con la ley”.

Bajo dicha apreciación, es necesario concordar el contenido del mencionado artículo 33, frente a la regulación que sobre el mecanismo de participación ciudadana fue fijada por el legislador estatutario en la Ley 1757 del 2015. Desde esta perspectiva, la consulta popular será procedente sin considerar factores exógenos a la circunscripción territorial respectiva siempre y cuando el asunto sea un aspecto que conlleve el desarrollo de una competencia exclusiva y excluyente del municipio correspondiente, más no cuando el mismo implique que otros niveles de la organización administrativa también inciden en la toma de la decisión correspondiente.

En esta medida, aunque constitucionalmente se consagró la competencia de los entes territoriales para decidir sobre el uso del suelo y la adopción de medidas para la protección del medio ambiente, cuando ello implica a su vez la participación de otras competencias que han sido asignadas a la Nación –como lo es claramente en materia de extracción de recursos naturales no renovables, como se dejó claramente señalado en forma previa-, esta situación impediría que los municipios de manera autónoma asumieran la procedencia de una consulta popular en desconocimiento de otros órdenes.

En consonancia con lo anterior, es imperioso concluir que la consulta popular tiene límites respecto de los asuntos que pueden someterse a consideración del pueblo, establecidos en el artículo 18 de la Ley 1757 de 2015, cuya interpretación debe ser efectuada a la luz de los pronunciamientos constitucionales según los cuales, las actividades relacionadas con la exploración y la explotación de los recursos naturales no renovables del Estado, no son competencia únicamente del nivel central (Nación) ni del descentralizado territorialmente (departamentos y municipios) ni de la ciudadanía, sino que, por el contrario, por las implicaciones que tiene en la práctica compete a todos los niveles señalados anteriormente. 

En ese orden de ideas, la Sala advierte que la consulta popular del nivel municipal no resulta ser el mecanismo idóneo para garantizar la participación de la Nación, el nivel territorial y la ciudadanía, en la toma de decisiones sobre la exploración y explotación de recursos naturales no renovables, en la medida en que excluye de tajo la participación de las entidades autónomas (CAR) y del sector central que tienen competencias en materia ambiental (SINA
 – Sistema Nacional Ambiental) y frente actividades relacionadas con los recursos naturales no renovables (Ministerio de Ambiente, Agencia Nacional de Licencias Ambientales, Ministerio de Minas y Energía, Unidad de Planeación Minero Energéticas, entre otras). 

Precisamente, en atención a esa limitación que presenta este mecanismo de participación, recientemente la Corte Constitucional en la sentencia SU-095 de 2018, exhortó al Congreso para que definiera “uno o varios mecanismos de participación ciudadana y uno o varios instrumentos de coordinación y concurrencia nación territorio”. Lo anterior se sustentó en la existencia de un “déficit de protección”, entendido por la Corte en los siguientes términos:
“En ese sentido, para la Sala es evidente que existe un déficit de protección, porque se desconoce una realidad que desde un enfoque constitucional, requiere un imperativo de atención toda vez que el ordenamiento jurídico colombiano no garantiza legalmente de forma específica la participación de las comunidades que se encuentran ubicadas en lugares donde se desarrollan actividades u operaciones para explorar o explotar RNNR y del subsuelo, y que puedan verse impactadas o afectadas por las mismas, ni  un instrumento para que las entidades territoriales, a través de sus autoridades competentes, concurran en la definición, ejecución y seguimiento de las actividades de hidrocarburos y de minería. 

Identificado el déficit de protección constitucional, y de acuerdo con los postulados constitucionales de Democracia Participativa y Estado Social de Derecho corresponde al Legislador corregir el déficit de protección advertido y determinar los mecanismos e instrumentos para la participación y la concurrencia nación territorio”.  
De conformidad con lo expuesto en este numeral, resulta indispensable, tal como lo advirtió la Corte y como lo venía sosteniendo esta Sección en pronunciamientos anteriores
, que el legislador regule la intervención estatal en la explotación de los recursos naturales, mediante un proceso que permita la participación de la Nación y las entidades territoriales en observancia de los principios autonomía territorial, de concurrencia y coordinación y, de los ciudadanos.

2.9. Procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial

Esta Sección, mayoritariamente
, venía considerando que la acción de tutela contra providencia judicial era improcedente por dirigirse contra una decisión judicial. Solo en casos excepcionales se admitía su procedencia, eventos éstos que estaban relacionados con un vicio procesal ostensible y desproporcionado que lesionara el derecho de acceso a la administración de justicia en forma individual o en conexidad con el derecho de defensa y contradicción.

Sin embargo, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en fallo de 31 de julio de 2012
 unificó la diversidad de criterios que la Corporación tenía sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, por cuanto las distintas Secciones y la misma Sala Plena habían adoptado posturas diversas sobre el tema
.

Así, después de un recuento de los criterios expuestos por cada Sección, decidió modificarlos y unificarlos para declarar expresamente en la parte resolutiva de la providencia, la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales
.

Señaló la Sala Plena en el fallo en mención: 

“De lo que ha quedado reseñado se concluye que si bien es cierto que el criterio mayoritario de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo ha sido el de considerar improcedente la acción de tutela contra providencias judiciales, no lo es menos que las distintas Secciones que la componen, antes y después del pronunciamiento de 29 de junio de 2004 (Expediente AC-10203), han abierto paso a dicha acción constitucional, de manera excepcional, cuando se ha advertido la vulneración de derechos constitucionales fundamentales, de ahí que se modifique tal criterio radical y se admita, como se hace en esta providencia, que debe acometerse el estudio de fondo, cuando se esté en presencia de providencias judiciales que resulten violatorias de tales derechos, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento Jurisprudencialmente.”
 (Negrilla fuera de texto)
A partir de esa decisión de la Sala Plena, la Corporación debe modificar su criterio sobre la procedencia de la acción de tutela y, en consecuencia, estudiar las acciones de tutela que se presenten contra providencia judicial y analizar si ellas vulneran algún derecho fundamental, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento jurisprudencialmente como expresamente lo indica la decisión de unificación.

Sin embargo, fue importante precisar bajo qué parámetros procedería ese estudio, pues la sentencia de unificación simplemente se refirió a los “fijados hasta el momento jurisprudencialmente”.

Al efecto, en virtud de reciente sentencia de unificación de 5 de agosto de 2014
, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, decidió adoptar los criterios expuestos por la Corte Constitucional en la sentencia C-590 de 2005 para determinar la procedencia de la acción constitucional contra providencia judicial y reiteró que la tutela es un mecanismo residual y excepcional para la protección de derechos fundamentales como lo señala el artículo 86 Constitucional y, por ende, el amparo frente a decisiones judiciales no puede ser ajeno a esas características. 
A partir de esa decisión, se dejó en claro que la acción de tutela se puede  interponer contra decisiones de las Altas Cortes, específicamente, las del Consejo de Estado, autos o sentencias, que desconozcan derechos fundamentales, asunto que en cada caso deberá probarse y, en donde el actor tendrá la carga de argumentar las razones de la violación.  

En ese sentido, si bien la Corte Constitucional se ha referido en forma amplia
 a unos requisitos generales y otros específicos de procedencia de la acción de tutela, no ha distinguido con claridad cuáles dan origen a que se conceda o niegue el derecho al amparo -improcedencia sustantiva- y cuáles impiden analizar el fondo del asunto -improcedencia adjetiva-.

Por tanto, la Sección verificará que la solicitud de tutela cumpla unos presupuestos generales de procedibilidad. Estos requisitos son: i) que no se trate de tutela contra tutela; ii) inmediatez; iii) subsidiariedad, es decir, agotamiento de los requisitos ordinarios y extraordinarios, siempre y cuando ellos sean idóneos y eficaces para la protección del derecho que se dice vulnerado.

Cuando no se cumpla con uno de esos presupuestos, la decisión a tomar será declarar improcedente el amparo solicitado y no se analizará el fondo del asunto.

Cumplidos esos parámetros, corresponderá adentrarse en la materia objeto del amparo, a partir de los argumentos expuestos en la solicitud y de los derechos fundamentales que se afirmen vulnerados, en donde para la prosperidad o negación del amparo impetrado, se requerirá principalmente: i) que la causa, motivo o razón a la que se atribuya la transgresión sea de tal entidad que incida directamente en el sentido de la decisión y ii) que la acción no intente reabrir el debate de instancia.

Huelga manifestar que esta acción constitucional no puede ser considerada como una “tercera instancia” que se emplee, por ejemplo, para revivir términos, interpretaciones o valoraciones probatorias que son propias del juez natural. 

Bajo las anteriores directrices se entrará a estudiar el caso de la referencia.

2.10.  Caso concreto

La Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado señaló que la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Huila vulneró el  derecho al debido proceso de la Nación al incurrir en defecto procedimental absoluto, defecto sustantivo y desconocimiento del precedente en la sentencia proferida el 5 de diciembre de 2017 dentro de la revisión de constitucionalidad de la consulta popular tramitada bajo en No. 2017-00549-00.

Tal y como se señaló en precedencia, esta Sala no estudiará en esta instancia los siguientes argumentos toda vez que no fueron reiterados en el escrito de impugnación, esto es, (i) el defecto sustantivo, fundamentado en el desconocimiento del contenido del artículo 610 del C.G.P., al no tener en cuenta la intervención de la ANDJE por considerarla extemporánea (ii) el desconocimiento del “precedente”  en relación con las decisiones proferidas por el Tribunal Administrativo de Antioquia en los que se anularon acuerdos municipales que prohibían la minería en sus territorios al determinar que los Concejos Municipales no son competentes para prohibir la minería en sus jurisdicciones y, (iii) la ausencia de análisis sobre el impacto fiscal de la consulta popular.

Ahora bien, la parte actora adujo que el tribunal violó el debido proceso al  (i) pretermitir lo establecido en la sentencia C-123 de 2014 de la Corte Constitucional (ii) exceder sus competencias al reformular la pregunta sometida a su consideración en el proceso de revisión de constitucional de consulta popular y (iii) al no vincular al trámite de dicho proceso al Ministerio de Minas y Energía y a la Agencia Nacional de Hidrocarburos. En ese sentido, cuestionó el control de constitucionalidad efectuado por la autoridad judicial acusada.

La Sección Cuarta del Consejo de Estado negó las pretensiones de la acción de tutela al considerar que el tribunal demandado no violó el derecho al debido proceso en tanto realizó un estudio adecuado de forma y fondo respecto al mecanismo de participación ciudadana; no desbordó sus competencias al reformular la pregunta puesta a su consideración en tanto no cambió el sentido del cuestionamiento y; cumplió lo establecido en el artículo 21 de la Ley 1757 de 2015 por cuanto fijó en lista el proceso, sin embargo el Ministerio de Minas ni la Agencia Nacional de Hidrocarburos intervinieron en el mismo.

En el escrito de impugnación la parte accionante alegó que las conclusiones a las que llegó el a quo constitucional fueron una tergiversación de las sentencias de la Corte Constitucional e insistió en que entender que la evolución jurisprudencial implicó una habilitación constitucional o legal para que los municipios directa y unilateralmente prohíban la minería o los hidrocarburos en su territorio es contrario a la ordenación constitucional y legal del sector minero, así mismo reiteró los argumentos expuestos en la acción de tutela frente a la fijación en lista realizada por el tribunal y su supuesta extralimitación de las funciones al realizar el cambio de la pregunta elevada a estudio constitucional.

En ese orden de ideas, anticipa la Sala que le asiste la razón a la ANDJE al señalar que en la sentencia de 5 de diciembre de 2017 proferida por el Tribunal Administrativo del Huila se incurrió en la vulneración del derecho fundamental invocado porque desconoció la doctrina elaborada por la Corte Constitucional
 con carácter vinculante y obligatorio debido a la jerarquía propia de la Constitución dentro del sistema de fuentes.

Destaca la Sección que en los acápites 2.6, 2.7 y 2.8 de esta providencia, se hizo amplia mención a las reglas fijadas por la Corte Constitucional, en relación con el control judicial de constitucionalidad de los mecanismos de participación democrática y los límites a los asuntos que pueden someterse a consulta popular, por lo que en el análisis del caso concreto no se reproducirán estas consideraciones.

Así las cosas, la Sala analizará si el tribunal accionado efectuó el control de constitucionalidad teniendo en cuenta los parámetros establecidos en la sentencia C-150 de 2015, es decir, que ese control debe ser: (i) previo al pronunciamiento del pueblo; (iii) integral, en tanto comprende la regularidad del procedimiento y la compatibilidad material con la Constitución y; (iii) estricto, en cuanto a si la materia que se somete al pronunciamiento del pueblo cumple cabalmente la restricción competencial. 

(i) Control previo

De los antecedentes del caso objeto de estudio y de los documentos allegados, esta Sala advierte que el control de constitucionalidad de la consulta popular de la referencia se efectuó de forma previa a la votación popular de los habitantes del municipio de Íquira, es decir, antes del pronunciamiento del pueblo.

En consecuencia, evidencia la Sala que el primero de los elementos fue garantizado por la autoridad demandada en la providencia acusada.

(ii) Control integral

El pronunciamiento debía ser integral, en tanto debía verificarse la regularidad del procedimiento y la compatibilidad material con la Constitución. De este modo, el tribunal accionado no podía reformular la pregunta de la consulta popular, pues en el marco del control integral que debía efectuar, no era dable tal atribución. 
(iii) Control estricto

En este punto, el Tribunal Administrativo debía analizar con especial cuidado si la materia que se sometería al pronunciamiento del pueblo, específicamente de los ciudadanos que integran el censo electoral del municipio de Íquira, cumplía con las restricciones competenciales. 

Sobre el punto, la Sala insiste en que la existencia de límites competenciales de las consultas populares territoriales, en particular relativos a que la materia objeto de consulta pueda ser decidida en forma exclusiva por la respectiva entidad territorial, exige que en el marco del control judicial previo de las diferentes modalidades de consulta popular por la jurisdicción de lo contencioso administrativo, se deba evaluar de manera estricta, si el tipo de asunto que se somete al pronunciamiento del pueblo cumple cabalmente esa exigencia.

En la providencia acusada el Tribunal Administrativo del Huila decidió declarar constitucional el procedimiento surtido ante las autoridades municipales de Íquira, por los ciudadanos agrupados en el mecanismo de participación ciudadana denominada “consulta popular de origen ciudadano por la defensa de los recursos naturales, el uso del suelo y la autonomía del Municipio de Íquira” y consideró que el alcalde municipal de Íquira tenía competencia para adelantar la consulta, en tanto “las consultas populares en los asuntos en los que se vea involucrado el uso del suelo en general de las entidades territoriales la competencia para regular el ordenamiento territorial recae en los mandatarios locales, quienes al igual que la comunidad pueden ser promotores de iniciativas de participación ciudadana, como en el presente caso”.   
No obstante lo indicado por el tribunal, es importante que durante todo el procedimiento de la consulta popular y al proferirse el control de constitucionalidad se aprecien en forma integral las normas constitucionales referidas y la línea jurisprudencial que sobre el particular ha trazado la Corte Constitucional. Al respecto, en la decisión censurada no se tuvieron en cuenta los principios en virtud de los cuales: 

(i) La intervención del Estado en la economía, específicamente en la explotación de los recursos naturales no renovables, se realizará por mandato de la ley; 

(ii) La Constitución estableció que el Estado, es el propietario del subsuelo y los recursos naturales no renovables. (artículos 332 y 334 del C.P., ello implica que la Nación también tiene interés en el asunto, así como claras y expresas competencias que distintas normas del ordenamiento jurídico han radicado en cabeza de entidades del orden central;  

(iii) La explotación de estos recursos del subsuelo afecta sin lugar a dudas el suelo y, por ello, el ejercicio de competencias sobre el uso del mismo que le corresponden a las autoridades del orden territorial (artículos 311 y 313 numeral 7 C.P).
(iv) Como consecuencia de lo anterior, entran en tensión principios constitucionales, de un lado, el Estado Unitario y el desarrollo y, de otro, la autonomía de las entidades territoriales y el medio ambiente sano.  

(v) La mencionada tensión debe superarse sin que pueda desconocerse el contenido de alguno de los grupos de principios.

(vi) Lo anterior se logra mediante los principios de coordinación y concurrencia
, que permiten que en el proceso de autorización para la realización de actividades de exploración y explotación de los recursos naturales no renovables –cualquiera sea el nombre que se dé al procedimiento para expedir dicha autorización por parte del Estado- se tengan en cuenta los aspectos de los cuales se fundan en el principio constitucional de autonomía territorial, es decir, teniendo en cuenta la opinión de las entidades territoriales.
(vii) Los ciudadanos también pueden intervenir en la toma de decisiones de protección de los recursos naturales y de vigilancia y control social para la conservación del ambiente sano a través de los mecanismos de participación ciudadana. 
(viii) Corresponde al legislador regular la intervención estatal en la explotación de los recursos naturales, mediante un proceso que permita la participación de las entidades territoriales en observancia de los principios autonomía territorial, de concurrencia y coordinación y, de los ciudadanos, en asuntos de carácter ambiental (artículo 79 de la Constitución Política
).
A la anterior interpretación se suma la expresa previsión normativa de la Ley 1757 de 2015, artículo 18, que estable las materias que pueden ser objeto de iniciativa de consulta popular e indica que “solo pueden ser materia de iniciativa popular legislativa y normativa, consulta popular o referendo ante las corporaciones públicas, aquellas que sean de la competencia de la respectiva corporación o entidad territorial”. De este modo, resulta claro que, aun cuando los ciudadanos en respeto al artículo 79 Constitucional pueden participar en las decisiones que llegaren a afectar su derecho al medio ambiente sano y, los municipios tienen la competencia para regular el uso del suelo y garantizar la protección del medio ambiente de conformidad con los artículos 300, 311 y 313 numeral 7º de la Carta Política, estas prerrogativas de los ciudadanos y de los municipios no pueden desconocer las competencias que sobre la explotación de los recursos naturales tienen las demás entidades del Estado del nivel central. 

Así las cosas, encuentra la Sala que la decisión del Tribunal Administrativo omitió realizar un análisis que escudriñara el marco y diseño constitucional que se expuso en la presente providencia, así como el contenido de las reglas decisionales que se han fijado por la Corte Constitucional sobre el asunto.

De esta manera, si bien el Tribunal acusado empleó como sustento de su decisión las consideraciones expuestas por la Corte Constitucional en la sentencia T-445 de 2016 en la que se precisó que “los entes territoriales poseen la competencia para regular el uso del suelo y garantizar la protección del medio ambiente, incluso si al ejercer dicha prerrogativa terminan prohibiendo la actividad minera” e incluso citó la sentencia C-123 de 2014, lo cierto es que al decidir sobre la constitucionalidad de la pregunta del mecanismo de participación ciudadana, desconoció la interpretación desarrollada por la Corte Constitucional en relación con los principios de “Estado unitario” y “autonomía territorial” y “participación ciudadana”, contenida en casi una decena de sentencias de constitucionalidad en las que se ha señalado que el procedimiento para la aprobación de actividades relacionadas con la explotación de recursos naturales no renovables no compete exclusivamente ni a la Nación ni a las entidades territoriales, por ello, en el mencionado trámite deben intervenir los dos niveles de administración, con la participación de las personas que puedan ver afectado su derecho a disfrutar de un ambiente sano, todo, en el marco de los principios de concurrencia, coordinación y subsidiariedad.

Con lo anterior, además desconoció las normas constitucionales que consagran las competencias concurrentes de la Nación y de los entes territoriales en esta materia, concretamente de los artículos 80, que le confiere al Estado la obligación de planificar el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales; el 288 que consagra los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad en materia de competencias entre la Nación y los entes territoriales y entre estos y las demás autoridades del Estado; el 333 que consagra la libertad económica dentro de los límites del bien común y el 334 que establece en cabeza del Estado la dirección general de la economía. 

En este punto es menester mencionar que, recientemente, la Corte Constitucional mediante la sentencia SU-095 de 2018 acogió los argumentos que venía sosteniendo la Sección Quinta del Consejo de Estado
, en el entendido de que los municipios no pueden utilizar la consulta popular a afectos de someter a decisión del pueblo si se puede o no llevar a cabo proyectos de explotación y exploración de recursos naturales no renovables, pues en este caso la consulta popular no constituye un mecanismo idóneo que garantice la participación de la Nación, entidades territoriales y ciudadanos. 

En la mencionada sentencia de unificación, la Corte fue enfática en señalar que existe un “déficit de protección constitucional” en materia de mecanismos de participación ciudadana e instrumentos de coordinación y concurrencia nación-territorio específicos para la explotación del subsuelo y de recursos naturales no renovables.

El Máximo Tribunal Constitucional indicó lo siguiente:

“La inexistencia de los mecanismos e instrumentos específicos referidos se presenta pues es incuestionable que las actividades y la operación de los proyectos tendientes a la explotación del subsuelo y de RNNR generan impactos y efectos en los territorios y en el suelo, por la relación inescindible que existe entre el suelo y el subsuelo como elementos esenciales del territorio. 

Para la Sala Plena es evidente que el desarrollo de actividades hidrocarburíferas y mineras genera afectaciones ambientales y que por ello se requiere de instrumentos que conlleven a la recuperación, conservación, protección, ordenamiento, manejo, uso y aprovechamiento de los recursos naturales renovables y el medio ambiente de la Nación (…).

En tal contexto, es indiscutible que las actividades de exploración y explotación de hidrocarburos generan peligrosas afectaciones al ambiente y a las comunidades (…) Paralelamente, la Corte reconoce también los beneficios que aporta el sector minero energético para el actual desarrollo económico del país (…).

Por su parte la exploración y explotación de minerales como los metálicos – hierro, cobre, magnesio, titanio, plomo, zinc, estaño, cromo, cobalto, entre otros-, el carbón – térmico, metalúrgico, antracita y otros- el niquel, oro, plata, esmeraldas, materiales de construcción son utilizados cotidianamente, mediante diversos usos que se extienden desde lo personal y lo doméstico hasta los usos laborales, comerciales hasta los industriales.

Aunado a lo anterior, la Sala resalta los beneficios económicos que representan la exploración y explotación de RNNR para el país en términos de regalías que se distribuyen en todo el territorio nacional y son fuente de desarrollo social y económico (…).

En ese sentido, para la Sala es evidente que existe un déficit de protección, porque se desconoce una realidad que desde un enfoque constitucional, requiere un imperativo de atención toda vez que el ordenamiento jurídico colombiano no garantiza legalmente  de forma específica la participación de las comunidades que se encuentran ubicadas en lugares donde se desarrollan actividades u operaciones para explorar o explotar RNNR y del subsuelo, y que puedan verse impactadas o afectadas por las mismas, ni  un instrumento para que las entidades territoriales, a través de sus autoridades competentes, concurran en la definición, ejecución y seguimiento de las actividades de hidrocarburos y de minería”. 

De conformidad con los anteriores argumentos, la Corte dispuso, tal cual lo había sugerido la Sección Quinta, exhortar al legislador para corregir el déficit de protección advertido y determinar los mecanismos e instrumentos para la participación y la concurrencia nación-territorio, pues quedó en evidencia que la consulta popular no resulta ser un mecanismo idóneo para someter a decisión del pueblo si se puede o no llevar a cabo proyectos de explotación y exploración de recursos naturales no renovables.
En ese orden de ideas, la Sala concluye que el procedimiento encaminado a realizar la consulta popular y las consideraciones que se efectuaron en la sentencia cuestionada, no resultan razonables, en la medida en que i) se omitió efectuar un análisis integral y estricto, el cual resulta obligatorio en el procedimiento judicial de revisión de constitucionalidad, tal como se expuso por la Corte Constitucional en la sentencia C-150 del 2015, y ii) so pretexto del análisis de constitucionalidad, el Tribunal se arrogó una potestad que no le correspondía, a saber, la reformulación de la pregunta, lo cual no está previsto dentro de los parámetros fijados por el Alto Tribunal Constitucional frente a este tipo de control.

En ese sentido, la Sala concederá el amparo solicitado por la ANDJE por considerar que el Tribunal Administrativo del Huila, al efectuar el análisis de constitucionalidad sobre la consulta popular que se realizaría en el municipio de Íquira desconoció las normas constitucionales y legales referidas en precedencia y su correspondiente interpretación constitucional. 
2.11. Conclusión 

La Sala revocará la sentencia proferida por la Sección Cuarta del Estado para en su lugar conceder el aparo del derecho al debido proceso invocado por la parte accionante y se dejará sin efectos la sentencia de 5 de diciembre de 2017 proferida por el Tribunal Administrativo del Huila, Sala Segunda de Decisión, dentro de la revisión de constitucionalidad de la consulta popular No. 41001-23-33-000-2017-00549-00.

3. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la sentencia de tutela proferida por el Consejo de Estado, Sección Cuarta el 15 de agosto de 2018 por medio de la cual se negó la solicitud de amparo constitucional para, en su lugar, CONCEDER el amparo de los derechos fundamentales al debido proceso invocado por la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado.
SEGUNDO: En consecuencia, DEJAR SIN EFECTOS la sentencia de 5 de diciembre de 2017, proferida por el Tribunal Administrativo del Huila, Sala Segunda de Decisión dentro de la revisión de constitucionalidad de la consulta popular No. No. 41001-23-33-000-2017-00549-00.
TERCERO: ORDENAR al Tribunal Administrativo del Huila que dentro los treinta (30) días siguientes a la notificación de este fallo, dicte una providencia de reemplazo de acuerdo con los lineamientos expuestos en esta sentencia. 
CUARTO: NOTIFICAR a las partes y los intervinientes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

QUINTO: Dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
ROCÍO ARAÚJO OÑATE
Presidente

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Consejera

Aclara voto

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Consejero

ALBERTO YEPES BARREIRO

Consejero
� Folios 1 a 20.


� Folio 79, reverso, expediente allegado en calidad de préstamo 2017-00549-00.


� Folio 20 y Anv.


� Folio 32 y Anv.


� Folio 39.


� Folio 41.


� Folio 48.


� Folio 44.


� La sentencia de tutela fue notificada el 22 de agosto de 2018 y la impugnación fue presentada el 27 de agosto de 2018. 


� Folios 153 a 156.


� Folios 166 a 175.


� Folios 183 a 191.


� Folios 210 a 217.


� C-288 de 2012.


� Ob. Cit. 29 


� Ob. Cit. 29


� Consultar entre otras las sentencias C-776 de 2003, C-170 de 2012 y C-288 de 2012. 


� C-053 de 2001. 


� C-389 de 2016. 


� Rad. No. 11001-03-15-000-2016-03415-00, Consejero Ponente: Carlos Enrique Moreno Rubio


� Como se indicó que los antecedentes de esta sentencia, la norma transcrita fue declarada inexequible mediante otra decisión de constitucionalidad, la C-237 de 2016 porque “la disposición demandada prohíbe a las entidades de los órdenes “regional, seccional o local” excluir temporal o permanentemente la actividad minera. Más aun, esta prohibición cobija expresamente los planes de ordenamiento territorial. Al hacerlo afecta de manera directa y definitiva la competencia de las entidades territoriales para llevar a cabo el ordenamiento de sus respectivos territorios. Por lo tanto, es una decisión que afecta bienes jurídicos de especial importancia constitucional, y en esa medida, está sujeta a reserva de ley orgánica.


� En relación con el punto, la C-123 de 2014 mencionó que esto obedece a que dichas competencias deben realizarse dentro de los parámetros que determine la ley, “excluir a los consejos municipales del proceso de regulación y reglamentación de las mismas desconoce los principios de concurrencia y coordinación que deben inspirar la repartición de competencias entre los entes territoriales y los entidades del nivel nacional. Principios que son exigencias de rango constitucional, expresamente previstos por el artículo 288 de la Constitución como los parámetros a partir de los cuales se armonice el principio de autonomía territorial con un principio que, como el de forma unitaria del Estado, está en constante tensión con aquel. Se recuerda que, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional, el principio de coordinación “parte de la existencia de competencias concurrentes entre distintas autoridades del Estado, lo cual impone que su ejercicio se haga de manera armónica, de modo que la acción de los distintos órganos resulte complementaria y conducente al logro de los fines de la acción estatal.  Esa coordinación debe darse desde el momento mismo de la asignación de competencias y tiene su manifestación más clara en la fase de ejecución de las mismas”.


� Ley 1753 de 2015 “ARTÍCULO 20. ÁREAS DE RESERVA PARA EL DESARROLLO MINERO. Las áreas de reserva para el desarrollo minero serán las siguientes: Áreas de Reserva Estratégica Mineras: La Autoridad Minera Nacional determinará los minerales de interés estratégico para el país, respecto de los cuales, con base en la información geocientífica disponible, podrá delimitar indefinidamente áreas especiales que se encuentren libres.


Estas áreas serán objeto de evaluación sobre su potencial minero, para lo cual se deberán adelantar estudios geológicos mineros por parte del Servicio Geológico Colombiano y/o por terceros contratados por la Autoridad Minera Nacional. Con base en dicha evaluación, esta Autoridad seleccionará las áreas que presenten un alto potencial minero.


Estas áreas se otorgarán mediante proceso de selección objetiva. En los términos de referencia de este proceso, la Autoridad Nacional Minera establecerá los requisitos mínimos de participación, los factores de calificación, las obligaciones especiales del concesionario y podrá establecer las contraprestaciones económicas mínimas adicionales a las regalías. Sobre estas áreas no se recibirán nuevas propuestas ni se suscribirán contratos de concesión minera. Para estos efectos la Autoridad Minera contará con la colaboración del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.


La Autoridad Nacional Minera dará por terminada la delimitación, cuando las áreas evaluadas no sean seleccionadas, caso en el cual quedarán libres para ser otorgadas mediante el régimen ordinario del Código de Minas. Cuando no se presente licitante u oferente la Autoridad Nacional Minera podrá mantener la delimitación para un futuro proceso de selección sin perjuicio de darla por terminada en cualquier tiempo.


El Gobierno nacional reglamentará la materia a que aluden los incisos anteriores. En los Contratos Especiales de Exploración y Explotación que se deriven de estas delimitaciones, se podrán establecer reglas y obligaciones especiales adicionales o distintas a las establecidas en el Código de Minas.


Áreas de Reserva para la formalización: La Autoridad Minera Nacional podrá delimitar áreas de Reserva Estratégica Minera para la formalización de pequeños mineros, sobre áreas libres o aquellas que sean entregadas a través de la figura de devolución de áreas para la formalización minera.


Áreas de Reserva para el desarrollo minero-energético: El Ministerio de Minas y Energía delimitará las zonas estratégicas para el desarrollo minero-energético en un término no mayor de doce (12) meses, contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley. Estas zonas se declaran por un término de dos (2) años prorrogables por el mismo término y su objetivo es permitir el manejo ordenado de los recursos naturales no renovables propendiendo por la maximización del uso de los recursos ajustándose a las mejores prácticas internacionalmente aceptadas.


Sobre estas áreas no se recibirán nuevas propuestas ni se suscribirán contratos de concesión minera de carbón. Lo anterior con el fin de que estas áreas sean otorgadas por la autoridad correspondiente a través de un proceso de selección objetiva, en el cual dicha autoridad establecerá los términos de referencia.


En casos de superposiciones de áreas entre yacimientos no convencionales y títulos mineros, en virtud de un acuerdo operacional, la Autoridad Minera Nacional autorizará la suspensión de los títulos mineros sin afectar el tiempo contractual.


Ante la suspensión del título minero por la causal antes señalada, el titular minero podrá solicitar la modificación del instrumento de control ambiental, incluyendo un capítulo de cierre temporal. La autoridad ambiental tramitará dicha modificación.


No podrán ser áreas de reservas para el desarrollo minero las áreas delimitadas como páramos y humedales.


PARÁGRAFO 1o. Las áreas estratégicas mineras creadas con base en el artículo 108 de la Ley 1450 de 2011 mantendrán su vigencia pero se sujetarán al régimen previsto en el presente artículo.


PARÁGRAFO 2o. No podrán declararse áreas de reserva para el desarrollo minero en zonas de exclusión de conformidad con lo dispuesto por la normatividad vigente.


� Constitución Política, artículo 79 “ARTICULO 79. Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano. La ley garantizará la participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectarlo.


Es deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de estos fines.


�  En la sentencia se indicó que “Entretanto se entiende que la participación comunitaria resulta significativa cuando: (i) los residentes comunitarios potencialmente afectados tienen una oportunidad apropiada para participar en las decisiones sobre una actividad propuesta que afectará su ambiente y/o salud; (ii) la contribución del público y las preocupaciones de todos los participantes son efectivamente tenidas en cuenta y susceptibles de influir la toma de decisiones; (iii) los responsables de decidir promueven y facilitan la participación de aquellas personas y/o grupos potencialmente afectados”.


� En relación con el punto, la C-123 de 2014 mencionó que esto obedece a que dichas competencias deben realizarse dentro de los parámetros que determine la ley, “excluir a los consejos municipales del proceso de regulación y reglamentación de las mismas desconoce los principios de concurrencia y coordinación que deben inspirar la repartición de competencias entre los entes territoriales y los entidades del nivel nacional. Principios que son exigencias de rango constitucional, expresamente previstos por el artículo 288 de la Constitución como los parámetros a partir de los cuales se armonice el principio de autonomía territorial con un principio que, como el de forma unitaria del Estado, está en constante tensión con aquel. Se recuerda que, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional, el principio de coordinación “parte de la existencia de competencias concurrentes entre distintas autoridades del Estado, lo cual impone que su ejercicio se haga de manera armónica, de modo que la acción de los distintos órganos resulte complementaria y conducente al logro de los fines de la acción estatal.  Esa coordinación debe darse desde el momento mismo de la asignación de competencias y tiene su manifestación más clara en la fase de ejecución de las mismas”.


� Constitución Política, artículo 79 “ARTICULO 79. Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano. La ley garantizará la participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectarlo.


Es deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de estos fines.


� Corte Constitucional. Sentencia C-983 del 1º de diciembre del 2010. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.


� Corte Constitucional. Sentencia C-221 del 29 de abril de 1997. M.P. Alejandro Martínez Caballero.


� Ídem. 


� Corte Constitucional. Sentencia C-497 A del 3 de noviembre de 1994. M.P. Vladimiro Naranjo Mesa


� Corte Constitucional. Sentencia C-149 del 4 de marzo del 2010. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio


� “Artículo 288. La ley orgánica de ordenamiento territorial establecerá la distribución de competencias entre la Nación y las entidades territoriales. Las competencias atribuidas a los distintos niveles territoriales serán ejercidas conforme a los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad en los términos que establezca la ley”. Por su parte, la Ley Orgánica de Desarrollo Territorial, en su artículo 29 le otorga a los municipios las siguientes competencias en materia de ordenamiento territorial: a) Formular y adoptar los planes de ordenamiento del territorio; b) Reglamentar de manera específica el uso del suelo, en las áreas urbanas, de expansión y rurales. c) Optimizar el uso de la tierra disponible y coordinar los planes sectoriales, en armonía con las políticas nacionales y los planes departamentales y metropolitanos.


� La norma citada establece que “La dirección general de la economía estará a cargo del Estado. Este intervendrá, por mandato de la ley, en la explotación de los recursos naturales, en el uso del suelo, en la producción, distribución, utilización y consumo de los bienes, y en los servicios públicos y privados, para racionalizar la economía con el fin de conseguir en el plano nacional y territorial, en un marco de sostenibilidad fiscal, el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación de un ambiente sano. Dicho marco de sostenibilidad fiscal deberá fungir como instrumento para alcanzar de manera progresiva los objetivos del Estado Social de Derecho. En cualquier caso el gasto público social será prioritario.


� Corte Constitucional. Auto 383 de 2010.


� Ídem. 


� Ley 99 de 1993 “por la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el Sector Público encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales renovables, se organiza el Sistema Nacional Ambiental, SINA, y se dictan otras disposiciones”. 


� Para tal efecto ver la sentencia de 23 de abril de 2018, radicado No. 11001-03-15-000-2017-02516-01; el salvamento de voto del Consejero de Estado Alberto Yepes Barreiro, radicado No. 11001-03-15-000-2017-01790-00.


� Sobre el particular, el Consejero Ponente mantuvo una tesis diferente sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial que se puede consultar en los salvamentos y aclaraciones de voto que se hicieron en todas las acciones de tutela que conoció la Sección. Ver, por ejemplo, salvamento a la sentencia Consejera Ponente: Dra. Susana Buitrago Valencia. Radicación: 11001031500020110054601. Accionante: Oscar Enrique Forero Nontien. Accionado: Consejo de Estado, Sección Segunda, y otro. 


� Sala Plena. Consejo de Estado. Ref.: Exp. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. ACCIÓN DE TUTELA - Importancia jurídica. Actora: NERY GERMANIA ÁLVAREZ BELLO. Consejera Ponente: María Elizabeth García González. 


� El recuento de esos criterios se encuentra en las páginas 13 a 50 del fallo de la Sala Plena antes reseñada. 


� Se dijo en la mencionada sentencia: “DECLÁRASE la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, de conformidad con lo expuesto a folios 2 a 50 de esta providencia.


� Sala Plena. Consejo de Estado. Ref.: Exp. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. ACCIÓN DE TUTELA - Importancia jurídica. Actora: NERY GERMANIA ÁLVAREZ BELLO. Consejera Ponente: María Elizabeth García González.


� CONSEJO DE ESTADO. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia de 5 de agosto de 2014, Ref.:. 11001-03-15-000-2012-02201-01 (IJ). Acción de tutela-Importancia jurídica. Actor: Alpina Productos Alimenticios. Consejero Ponente: Jorge Octavio Ramírez Ramírez.


� Entre otras en las sentencias T-949 del 16 de octubre de 2003; T-774 del 13 de agosto de 2004 y C-590 de 2005.


� A juicio del ponente los conceptos de precedente y de doctrina constitucional son diferentes. En relación con la doctrina constitucional. Consultar la aclaración de voto presentada frente al proceso de Rad. No.: 11001-03-15-000-2017-01234-00; Actora: Cecilia Constanza Vargas “En relación con la doctrina constitucional es pertinente referirnos a la sentencia C-085 de 1995  en la que se indicó que el juez constitucional es el intérprete autorizado de la Constitución, a esta interpretación se le denominó doctrina constitucional, labor que se materializa al determinar el contenido de un precepto constitucional y que tiene un carácter vinculante y obligatorio debido a la jerarquía propia de la Constitución dentro del sistema de fuentes. Las interpretaciones que realiza la Corte Constitucional se expresan en dos clases de pronunciamientos, según la función asignada a dicha Corporación. De un lado, los que se profieren en el marco del control de constitucionalidad y son vinculantes y obligatorias para todos los destinatarios del sistema. Y, de otra parte, los que se relacionan con la revisión de los fallos de tutela, que tienen fuerza vinculante y obligatoria siempre que estén contenidos en sentencia de unificación SU”. 





� En relación con el punto, la C-123 de 2014 mencionó que esto obedece a que dichas competencias deben realizarse dentro de los parámetros que determine la ley, “excluir a los consejos municipales del proceso de regulación y reglamentación de las mismas desconoce los principios de concurrencia y coordinación que deben inspirar la repartición de competencias entre los entes territoriales y los entidades del nivel nacional. Principios que son exigencias de rango constitucional, expresamente previstos por el artículo 288 de la Constitución como los parámetros a partir de los cuales se armonice el principio de autonomía territorial con un principio que, como el de forma unitaria del Estado, está en constante tensión con aquel. Se recuerda que, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional, el principio de coordinación “parte de la existencia de competencias concurrentes entre distintas autoridades del Estado, lo cual impone que su ejercicio se haga de manera armónica, de modo que la acción de los distintos órganos resulte complementaria y conducente al logro de los fines de la acción estatal.  Esa coordinación debe darse desde el momento mismo de la asignación de competencias y tiene su manifestación más clara en la fase de ejecución de las mismas”.


� Constitución Política, artículo 79 “ARTICULO 79. Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano. La ley garantizará la participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectarlo.


Es deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de estos fines.


� Para tal efecto ver la sentencia de 23 de abril de 2018, radicado No. 11001-03-15-000-2017-02516-01; el salvamento de voto del Consejero de Estado Alberto Yepes Barreiro, radicado No. 11001-03-15-000-2017-01790-00.





